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SEÑOR(A) JUEZ DEL CIRCUITO DE SANTA MARTA / CIÉNAGA (REPARTO)

E. S. D.

Referencia: Acción de Tutela contra Acto Administrativo Definitivo (Banco Definitivo de 

Elegibles Convocatoria No. 975 de 2026).

Accionante: JUAN LUIS CUETO TILANO (C.C. No. 1.152.935.701 de Zona Bananera 

(Magdalena)).

Accionado: MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

MINCIENCIAS (NIT 899.999.296-2).

Derechos Invocados: Debido Proceso Administrativo (Art. 29 C.P.), Buena Fe, Confianza 

Legítima y Doctrina de los Actos Propios (Art. 83 C.P.), Función Administrativa Reglada 

(Arts. 209 C.P. y 42 CPACA), Prevalencia del Derecho Sustancial (Art. 228 C.P.) y Acceso 

a la Educación Superior en Conexidad con la Formación Científica (Arts. 67 y 69 C.P.).

Fecha de Radicación: 3 de agosto de 2026 (Primer minuto hábil posterior a la publicación 

del acto).

JUAN LUIS CUETO TILANO, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

1.152.935.701 expedida en Zona Bananera (Magdalena), domiciliado en el corregimiento de 

Orihueca, Municipio de Zona Bananera, actuando en nombre propio, acudo ante su Despacho 

para promover ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO 

DEFINITIVO expedido por el MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 

INNOVACIÓN (MINCIENCIAS), con el fin de que se declare la existencia de una Vía de 

Hecho Administrativa por Falsa Motivación por Incongruencia Interna y Defecto 

Fáctico por Omisión Probatoria, con base en los siguientes:

: JUAN LUIS CUETO TILANO (C.C. No. 1.152.935.701 de Zona Bananera 

(Magdalena)).

1.152.935.701 expedida en Zona Bananera (Magdalena), domiciliado en el corregimiento de 1.152.935.701 expedida en Zona Bananera (Magdalena), domiciliado en el corregimiento de 

Orihueca, Municipio de Zona Bananera, actuando en nombre propio, acudo ante su Despa
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I. HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES

1.1. Formulé y radiqué la propuesta de investigación ID 126684, titulada "Evaluación de la 

exposición a PM10 y PM2.5 por resuspensión de polvo en vías no pavimentadas mediante 

modelación atmosférica con factores de emisión locales, y validación de un sistema de 

supresión: caso Orihueca, Zona Bananera (Magdalena)", en la Convocatoria No. 975 de 

2026 "Becas para el Cambio" (Modalidad 1: Maestría Nacional).

1.2. En la etapa de inscripción, la plataforma oficial de la entidad (SIGP) auditó, validó y 

certificó la carga de los soportes territoriales y étnicos mediante el Certificado de Requisitos 

Oficial del SIGP (generado el 15/07/2026 a las 08:34 PM), con las siguientes constancias 

formales expedidas por el propio sistema de la entidad accionada:

Ítem Requisito Archivo Cumplimiento Observación

8 R3 (Territorial 

PDET)

juan luis cedula 150.pdf SÍ REVISADO

(Acredita 

nacimiento en 

Ciénaga 

Municipio PDET)

10 R10 (Étnico 

NARP)

Certificacion_Afrocolombiano.pdf SÍ REVISADO

(Certificación 

oficial MinInterior 

SIDACN-AUTO-

2026-490193 y 

aval Asociación 

Benkos)

Debe precisarse que el archivo juan luis cedula 150.pdf fue cargado en el SIGP 

específicamente para el ítem 8 (4.1.3 Territorial PDET), tal como lo exige la Rúbrica 

Oficial: "Se debe adjuntar en el SIGP el documento de identificación. Adjuntar copia de la 

cédula de ciudadanía" [ANEXO 05]. El Certificado de Requisitos del SIGP [ANEXO 03]

certifica que el archivo fue cargado el 27/05/2026 con estado "Cumplimiento: SÍ / 

REVISADO". Es decir, el accionante cumplió a cabalidad con la carga del documento 

supresión: caso Orihueca, Zona Bananera (Magdalena)"
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exigido por el Subcriterio 4.1.3, y la propia plataforma de la entidad lo certificó. Pese a ello, 

el evaluador afirmó no haberlo identificado. 

1.3. En el Banco Preliminar de Propuestas Elegibles, la propuesta fue ubicada con 83,00 

puntos, calificación que evidenció dos vías de hecho concurrentes y autónomas en el reporte 

del evaluador: 

a) Falsa Motivación por Incongruencia Interna (Subcriterio 2.1  Asignados: 15,00 / 

Corresponden: 20,00 pts): El evaluador afirmó por escrito que la propuesta "muestra 

claramente articulación entre tres actores del SNCTeI (UniCosta, CORPAMAG, SISAIRE) 

bajo un enfoque de cuádruple hélice, sumado a la Alcaldía y la Comunidad de Orihueca". 

Pese a certificar el 100% de los requisitos de la Rúbrica Oficial para la nota máxima, digitó 

15 pts nota reservada exclusivamente para descripciones parciales  sin señalar una sola 

deficiencia o actor faltante. 

b) Defecto Fáctico por Omisión Probatoria (Subcriterios 4.1.3 y 4.1.5  Asignados: 0,00 

/ Corresponden: 6,00 pts): El evaluador restó los 6 puntos argumentando que los soportes 

"aparentemente no se suministraron", ignorando y negando la verificación formal que la 

propia entidad ya había registrado en el expediente electrónico del SIGP como "REVISADO 

- SÍ". 

1.4. Trazabilidad de Alerta Previa a la Administración (Ausencia de Temeridad): 

1.4.1. Mediante Sentencia No. 120 del 11 de mayo de 2026 (Juzgado Segundo Promiscuo 

Municipal de Zona Bananera, Rad. 47-980-40-89-002-2026-00183-00), se declaró el Hecho 

Superado respecto a la apertura de la plataforma de inscripción (Adenda No. 2 del 27 de abril 

de 2026). En dicho fallo, el Juez de Tutela excluyó expresamente la evaluación objetiva 

del objeto del proceso, señalando: 

"lo manifestado por el accionante respecto a que se garantice una evaluación 

objetiva de su proyecto no hace parte del acontecer factico esgrimido en el libelo 

inaugural, luego entonces al tenerse como un hecho o queja nueva no se atenderá, 

teniendo en cuenta que afectaría el derecho al debido proceso de la accionada, 

así mismo, se le manifiesta al petente que los criterios base de evaluación no son 

objeto de discusión en el presente trámite, máxime cuando ni siquiera se ha 

llegado a dicha etapa." 
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Dicha precisión judicial descarta cualquier riesgo de cosa juzgada y confirma que el objeto 

de la presente acción (evaluación arbitraria en Banco Definitivo) es un "hecho nuevo" no 

cubierto por el primer fallo. Adicionalmente, el accionante dejó constancia expresa ante el 

juzgado el 28 de abril de 2026 de que "aunque el sistema permitió finalmente la inscripción, 

la vulneración de mis derechos persiste en cuanto a la garantía de una evaluación objetiva, 

dado el historial de fallas técnicas reportadas", preservando así su derecho desde la fase 

inicial. 

1.4.2. Así mismo, mediante actuación preventiva tramitada ante la Procuraduría General 

de la Nación (Radicado E-2026-221253 de junio de 2026), el Procurador Delegado Samuel 

Benjamín Arrieta Buelvas remitió traslado formal a Minciencias requiriendo: (i) 

pronunciamiento sobre las fallas de la plataforma IGP; (ii) entrega de logs de servidor y 

reportes de disponibilidad de los días 22 y 23 de abril de 2026; (iii) información sobre si al 

accionante le fue posible cargar la información y el trámite otorgado a su propuesta; y (iv) 

reporte de cuántas quejas por fallas de la plataforma se recibieron. Dicho antecedente 

demuestra que la entidad actuó con pleno conocimiento de la validez de los soportes y que el 

órgano de control dejó constancia formal de las fallas del SIGP. 

1.5. Derecho de Petición de Reclamación Oficial (15 y 17 de julio de 2026): Dentro de la 

etapa de aclaraciones al Banco Preliminar, radiqué formalmente un Derecho de Petición de 

Reclamación (Art. 23 C.P. y Ley 1755 de 2015) ante el Comité de Reclamaciones de 

Minciencias, con las siguientes pretensiones concretas: (i) reajuste del Subcriterio 2.1 de 15 

a 20 puntos, por incongruencia entre el concepto positivo del evaluador y el puntaje asignado; 

(ii) asignación de los 3 puntos del Subcriterio 4.1.3 (Territorial PDET), acreditado mediante 

la cédula de ciudadanía que reposa en el expediente con estado "REVISADO - SÍ"; (iii) 

asignación de los 3 puntos del Subcriterio 4.1.5 (Étnico Afrocolombiano), soportado con 

certificación del Ministerio del Interior y aval comunitario igualmente certificados por el 

SIGP; y (iv) como pretensión subsidiaria, que se emitiera motivación suficiente y específica 

en caso de negar los reajustes. [ANEXO 15] 

En la misma reclamación adjunté una carta de justificación técnica y legal de pertenencia 

étnica (27 de abril de 2026), donde explico que la ausencia temporal de mi registro en la 

plataforma de consulta pública del Ministerio del Interior obedece a los ciclos anuales de 
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actualización del censo de comunidades negras, un trámite administrativo externo y ajeno a 

mi control [ANEXO 09]. En dicha carta invoqué expresamente la prohibición del exceso de 

ritualismo manifiesto como barrera para el acceso a derechos fundamentales y cité 

jurisprudencia de la Corte Constitucional. El evaluador ignoró esta carta limitándose a 

afirmar que "aparentemente no suministró certificado", sin mencionar ni valorar la 

justificación presentada configurando un defecto fáctico agravado por omisión probatoria.

1.6. Cierre de la Vía Gubernativa (Nota 5 de los Términos de Referencia): La Nota 5 de 

los Términos de Referencia proscribe la presentación de recursos contra el Banco Definitivo 

de Elegibles, de manera que, agotadas las observaciones preliminares, no queda ningún 

mecanismo en sede administrativa para controvertir la decisión. Se cumple así el requisito 

del artículo 41 del CPACA.

1.7. Expedición del Acto Administrativo Definitivo (31 de julio de 2026): En fecha viernes 

31 de julio de 2026 en horario nocturno, MINCIENCIAS publicó formalmente el Banco 

Definitivo de Elegibles, ratificando sin modificación la calificación de 83,00 puntos para la 

propuesta ID 126684, agotando la vía administrativa.

1.8. Inexistencia de Registro Presupuestal (RP): A la fecha de radicación de esta tutela, 

los Registros Presupuestales (RP) e instrucciones de giro del presupuesto de la Modalidad 1 

no se han expedido ni ejecutado en el sistema SIIF Nación. El objeto de la tutela se encuentra 

plenamente vigente y una orden de recomposición de la calificación es presupuestalmente 

ejecutable.

1.9. Requerimiento Oficial de la Procuraduría General de la Nación ignorado por la entidad 

accionada (S-2026-028075 del 29 de mayo de 2026): Mediante oficio S-2026-028075, el 

Procurador Delegado para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública, Dr. Samuel 

Benjamín Arrieta Buelvas, requirió formalmente a la Ministra de Minciencias, Dra. Yesenia 

Olaya Requene, para que en el término de cinco (5) días: (a) se pronunciara frente a las fallas 

Cueto Tilano le fue posible cargar la información en la mencionada plataforma y el trámite 

electrónico del accionante (jlcuetto@gmail.com). Han transcurrido más de dos (2) meses 

desde dicho requerimiento y el accionante no ha recibido comunicación alguna por parte de 

electrónico del accionante (jlcuetto@gmail.com). Han transcurrido más de dos (2) meses 
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Minciencias en cumplimiento de lo ordenado por el órgano de control. La desatención de un 

requerimiento oficial de la Procuraduría General de la Nación constituye un indicio grave de 

la conducta negligente y contumaz de la entidad accionada frente a los derechos del 

accionante. 

1.10. Respuesta evasiva al Derecho de Petición de Reclamación: Los INSUMOS TÉCNICOS 

con radicados 20260052477R y 20260055807R, emitidos por la Dirección de Vocaciones y 

Formación de Minciencias

4  

(Criterios 1, 2 y 3  supuestamente no revisables por implicar juicio experto). Respecto del 

Criterio 

co 

Definitivo publicado el 31 de julio de 2026 confirmó que NINGUNA de las modificaciones 

solicitadas fue realizada: el Subcriterio 2.1 permaneció en 15/20 puntos, y los Subcriterios 

4.1.3 y 4.1.5 permanecieron en 0/3 puntos cada uno. En consecuencia, la respuesta de 

Minciencias al derecho de petición fue meramente formal, no resolvió de fondo ninguna de 

las pretensiones y defraudó la expectativa legítima que la propia administración generó en el 

accionante (principio de confianza legítima, Art. 83 C.P.). 

1.11. Reconfiguración de las Notas del Banco Definitivo: La referencia al acatamiento de 

órdenes judiciales que aparecía en la Nota 4 del Banco Preliminar fue trasladada a la Nota 2 

Banco Definitivo 

Minciencias reconoce en el mismo acto administrativo impugnado que el Banco Definitivo 

SÍ es modificable por orden judicial. No obstante, simultáneamente, la entidad insertó una 

nueva Nota 4 en el Banco Definitivo que no existía en el Preliminar  que invoca la 

preclusión de etapas y la improrrogabilidad de los plazos, en un aparente intento de disuadir 

el ejercicio de acciones constitucionales. Sin embargo, la tensión entre la Nota 2 (que 

reconoce la modificabilidad judicial) y la Nota 4 (que invoca preclusión) se resuelve en favor 

de la primera: (i) porque la acción de tutela es un mecanismo constitucional autónomo que 

ninguna norma administrativa puede restringir (Art. 86 C.P.); y (ii) porque la propia 
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Resolución 0714 de 2026, en su parte motiva, reitera la misma regla de la Nota 2 al señalar 

 

posición jurídica vinculante de la entidad frente a las órdenes judiciales. 

1.12. Trato discriminatorio en la revisión del Subcriterio 2.1 y los Criterios de Enfoque 

Diferencial: Violación del principio constitucional de igualdad (Art. 13 C.P.). La Resolución 

0714 de 2026, expedida por Minciencias el 31 de julio de 2026, documenta que durante la 

etapa de aclaraciones la misma en la que el accionante solicitó la revisión de su puntaje  

se materializaron CIENTO CUATRO (104) modificaciones a los resultados inicialmente 

publicados en el Banco Preliminar. Estas modificaciones abarcaron los Criterios 1, 2, 3 y 4 

(valorativos y objetivos por igual), desmintiendo directamente la afirmación contenida en el 

INSUMO TÉCNICO 20260052477R de que «los criterios valorativos técnicos se mantienen 

sin modificación». A modo de ejemplo, los siguientes proyectos todos ellos en idéntica 

situación procesal que el accionante (misma Convocatoria 975, misma etapa de aclaraciones 

al Banco Preliminar, mismas reglas)  recibieron modificaciones favorables en los mismos 

criterios reclamados por el accionante: 

 

(a) PROYECTO ID 122875  COMPARADOR EXACTO. Radicado ordinario de solicitud 

de aclaración No. 20260054114R, del mismo tipo que los radicados del accionante 

(20260052477R y 20260055807R). El Subcriterio 1.1 (Criterio 1, catalogado por 

Minciencias como «valorativo técnico» en la misma categoría que el Subcriterio 2.1 del 

accionante) fue modificado de 0 a 30 puntos, incrementando el puntaje total de 38 a 68 puntos 

y escalando de la posición 3.561 a la 2.403. Este caso demuestra que Minciencias SÍ modifica 

criterios «valorativos técnicos» en respuesta a solicitudes de aclaración ordinarias salvo 

cuando el solicitante es el accionante. 

 

(b) PROYECTO ID 140528  LOS TRES SUBCRITERIOS RECLAMADOS POR EL 

ACCIONANTE. El Subcriterio 2.1 (Articulación) fue modificado de 0 a 15 puntos, el 

Subcriterio 4.1.3 (Territorial PDET) de 0 a 3 puntos, y el Subcriterio 4.1.5 (Étnico 

Afrocolombiano) de 0 a 3 puntos los exactos tres subcriterios que el accionante solicitó 
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revisar y que le fueron negados , pasando de 0 a 92 puntos totales y escalando de la posición 

8.543 a la 704. 

 

(c) PROYECTO ID 136429: Subcriterio 2.1 modificado de 0 a 15 puntos, escalando de la 

posición 3.644 a la 1.382. 

 

(d) PROYECTOS ID 129188, 129832, 128486, 124902, 134456 y 136638, entre otros 

documentados en la Resolución 0714 de 2026 (Tabla 2, páginas 34-51), con asignaciones de 

20, 20, 15, 20, 15 y 20 puntos respectivamente en el Criterio 2 durante la misma etapa de 

aclaraciones incluyendo el proyecto ID 129832 que alcanzó 97 puntos y el puesto #1 del 

Banco Definitivo. 

 

De las CIENTO CUATRO (104) modificaciones documentadas en la Resolución 0714 de 

2026, CERO (0) modificaciones correspondieron al accionante JUAN LUIS CUETO 

TILANO (ID 126684), pese a que sus solicitudes de aclaración fueron radicadas formalmente 

(20260052477R y 20260055807R) dentro del mismo plazo que todos los demás proyectos 

listados. Esta disparidad de trato entre participantes en idéntica situación procesal, sin 

justificación objetiva ni razonable, constituye una violación directa del derecho fundamental 

a la igualdad (Art. 13 C.P.) y vicia adicionalmente el acto administrativo definitivo por 

desviación de poder, pues la administración seleccionó discrecionalmente qué proyectos 

revisar y cuáles no, sin criterio objetivo que justifique la exclusión del accionante, y en abierta 

contradicción con su propia afirmación de que los criterios valorativos técnicos «se 

mantienen sin modificación». 
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II. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

2.1. Normas constitucionales 

Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 

protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 

oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 

familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones 

para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos 

discriminados o marginados. 

Artículo 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. 

Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. 

Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una 

función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los 

demás bienes y valores de la cultura. 

Artículo 69. El Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales y 

privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo. 

Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán 

ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que 

aquellos adelanten ante éstas. 

Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por 

quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción 

o la omisión de cualquier autoridad pública. 
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Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 

desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 

desconcentración de funciones. 

Artículo 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 

independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 

establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. 

Norma Texto Aplicación al caso 

Art. 29 C.P. "El debido proceso se aplicará a toda 

clase de actuaciones judiciales y 

administrativas." 

Base de los dos cargos. La evaluación 

de la propuesta es una actuación 

administrativa. 

Art. 86 C.P. Acción de tutela para reclamar 

protección inmediata de derechos 

fundamentales. 

Marco de procedencia. 

Art. 209 C.P. "La función administrativa se 

desarrolla con fundamento en los 

principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, 

imparcialidad y publicidad." 

La evaluación debe ser imparcial. Un 

puntaje incongruente con la 

motivación escrita viola la 

imparcialidad. 

Art. 13 C.P. Derecho a la igualdad. Otros participantes con soportes 

similares no fueron penalizados. 

Art. 83 C.P. Buena fe y confianza legítima. Minciencias certificó "REVISADO -

SÍ" y luego su evaluador negó la 

existencia de los soportes. 

2.2. Normas legales 

Decreto 2591 de 1991: Artículo 1  Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar 

ante los jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales. 

Artículo 5  La tutela procede contra toda acción u omisión de autoridades públicas. 

Artículo 6  Causales de improcedencia de la tutela. Artículo 7  Medidas provisionales 

para proteger un derecho. Artículo 10  Legitimidad e interés. Artículo 13  Coadyuvancia 

y terceros con interés legítimo. 
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Ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo  CPACA): Artículo 3  Principios de la actuación administrativa (igualdad, 

imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, transparencia, 

publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad). Artículo 41  Corrección de 

irregularidades en la actuación administrativa. Artículo 42  Deber de motivación de los 

actos administrativos: 'Los actos administrativos deberán ser motivados, al menos de 

manera sumaria, cuando contengan una decisión que afecte a una persona determinada o 

un grupo de personas.' Artículos 137 y 138  Nulidad de los actos administrativos y nulidad 

y restablecimiento del derecho. 

Ley 1755 de 2015: Regula el derecho fundamental de petición (Art. 23 C.P.). Artículo 1  

Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas y a obtener respuesta 

completa, de fondo, congruente y oportuna. 

Resolución 1452 de 2024 de Minciencias: Por la cual se adoptan las Políticas de 

Investigación e Innovación Orientadas por Misiones (PIIOM), formuladas con la 

participación de la cuádruple hélice (academia, Estado, sector productivo y sociedad civil), 

como marco orientador de la inversión en CTeI para la próxima década. Los Términos de 

Referencia de la Convocatoria 975 de 2026 establecen expresamente que la convocatoria 

se encuentra alineada con las PIIOM. 

Documento CONPES 4182 de 2026: Estrategia para la formación de capital humano de alto 

nivel con criterios de enfoque diferencial y cierre de brechas territoriales. Establece que la 

asignación y sostenibilidad de recursos para la formación de alto nivel en el período 2026-

2030 se realizará en dos cohortes: la primera en la vigencia 2026 y la segunda en la vigencia 

2027. 

Artículo 13 del Decreto 2591 de 1991: Coadyuvancia en tutela. Terceros con interés legítimo 

pueden intervenir como coadyuvantes del accionante. 
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Norma Texto Aplicación 

CPACA, Art. 42 (Ley 1437/2011) "Con base en las pruebas e informes 

disponibles, se tomará la decisión, que 

será motivada." 

El informe de evaluación debe ser 

motivado. No hay motivación cuando 

la observación escrita contradice el 

puntaje. 

CPACA, Art. 44 Las decisiones discrecionales deben 

ser proporcionales a los hechos que 

les sirven de causa. 

La evaluación tiene un margen 

técnico, pero debe haber 

proporcionalidad entre lo escrito y el 

puntaje. 

CPACA, Art. 137 La falsa motivación es causal de 

nulidad del acto administrativo. 
Configura vía de hecho cuando es 

grave y ostensible. 

Decreto 2591/1991, Art. 7 Medidas provisionales para evitar un 

perjuicio irremediable. 
Fundamento de la solicitud de 

suspensión de RP. 

2.3. Jurisprudencia de la Corte Constitucional 

SU-067 de 2022 (M.P. Paola Andrea Meneses Mosquera, Sala Plena). Procedencia 

excepcional de la acción de tutela en concursos de méritos. Estableció que los actos 

administrativos dictados en el curso de un concurso pueden ser demandados por tutela 

cuando: i) no exista mecanismo judicial idóneo, ii) se configure perjuicio irremediable, o iii) 

se plantee un problema constitucional que desborde el marco del juez administrativo. La 

Corte fue enfática: 'Las actuaciones que se realicen en el concurso deben someterse de 

manera escrupulosa a los estrictos términos que hayan sido previstos en la convocatoria, 

so pena de infringir valiosos principios constitucionales como el debido proceso, la igualdad 

y la buena fe.' (Ver: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/su067-22.htm) 

T-849A de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, Sala Séptima de Revisión). Defecto 

fáctico como causal de procedibilidad de la tutela. Estableció la dimensión negativa del 

defecto fáctico, que se configura 'cuando el juez [o la autoridad administrativa] omite la 

valoración de una prueba y, sin razón valedera, considera que no se encuentra probado el 

hecho que de la misma deriva clara y objetivamente.' También precisó el defecto fáctico 

por omisión: 'cuando el funcionario se niega a dar por probado un hecho que aparece en el 
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proceso, porque niega, ignora o no valora las pruebas solicitadas.' (Ver: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/t-849a-13.htm) 

T-018 de 2023 (M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar, Sala Segunda de Revisión). Defecto fáctico 

por omisión en la valoración integral de las pruebas. La Corte encontró configurado el 

defecto fáctico cuando la autoridad 'omitió valorar integralmente las pruebas, lo que 

condujo a tener por demostrado un hecho pese a que el material probatorio obrante en el 

expediente daba cuenta de lo contrario.' (Ver: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/t-018-23.htm) 

T-576 de 2014 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, Sala Novena de Revisión). Afrocolombianos 

como titulares individuales y colectivos de derechos fundamentales. La Corte estableció que 

'el criterio más relevante para determinar si determinado pueblo o individuo puede ser 

considerado indígena o tribal es el criterio de autoidentificación.' Además, precisó que 

'ninguna autoridad pública, ni siquiera el juez constitucional, puede definir si un sujeto hace 

parte o no de una minoría étnica, pues son estas comunidades las únicas que pueden fijar 

tales criterios de pertenencia, en ejercicio de su autonomía.' Y que la exigencia de una 

certificación oficial como condición para el reconocimiento de la pertenencia étnica es 

contraria a la Constitución. (Ver: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/t-

576-14.htm) 

T-706 de 2012 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). Procedencia excepcional de la tutela para 

controvertir actos administrativos. La Corte desarrolló la garantía constitucional al debido 

proceso administrativo y el principio de publicidad como presupuesto para ejercer los 

derechos de defensa y contradicción. Precisó que la motivación debe ser clara y suficiente 

para justificar la expedición del acto y suministrar al destinatario las razones de hecho y de 

derecho que lo sustentan (Cfr. T-706 de 2012 y T-232 de 2013) (Ver: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-706-12.htm) 

T-340 de 2020 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). Principio constitucional del mérito 

como principio rector del acceso al empleo público y a la formación de alto nivel. Si bien 

esta sentencia versa sobre concursos de la CNSC, su ratio decidendi es plenamente 
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aplicable: 'cuando el concurso de méritos se encuentra en etapa de consolidación y la lista 

de elegibles está próxima a vencerse, el medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho no es eficaz.' La lógica subyacente la ineficacia del medio contencioso cuando el 

acto está próximo a consolidarse  es idéntica en el presente caso. (Ver: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/t-340-20.htm) 

T-302 de 2017 (M.P. Aquiles Arrieta Gómez, Sala Séptima de Revisión). Enfoque diferencial 

étnico. La Corte declaró el estado de cosas inconstitucional respecto del pueblo Wayúu en 

La Guajira y estableció el deber estatal de garantizar los derechos fundamentales con 

enfoque diferencial, reconociendo la obligación de diseñar políticas públicas diferenciadas 

para comunidades étnicas. (Ver: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-

302-17.htm) 

T-043 de 2009 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla, Sala Séptima de Revisión). Estándar 

constitucional del derecho de petición. La Corte Constitucional estableció que la respuesta al 

Una respuesta meramente formal o evasiva como aquella que se limita a informar que la 

solicitud será trasladada a otra dependencia sin resolver el fondo del asunto  no satisface el 

núcleo esencial del derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Constitución 

Política. La respuesta debe resolver materialmente lo solicitado, sin aplazamientos 

injustificados ni remisiones a etapas procesales futuras. [URL: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2009/T-043-09.htm. Consultada el 1 de 

agosto de 2026.] 

T-439 de 2025 (M.P. Vladimir Fernández Andrade, Sala Cuarta de Revisión). Debido 

proceso en el ámbito de la evaluación académica. La Corte Constitucional estableció que las 

evaluaciones que inciden en el acceso, permanencia o culminación de programas académicos 

deben sujetarse a parámetros de mérito, previsibilidad y prohibición de discriminación. La 

sentencia ordenó dejar sin efectos una decisión de pérdida de cupo académico al constatar 

que la universidad no suministró criterios claros de evaluación ni garantizó un mecanismo 

efectivo de retroalimentación. La ratio decidendi de esta sentencia es directamente aplicable 

al presente caso: si la Corte protege el debido proceso en evaluaciones académicas de una 

universidad privada frente a su estudiante, con mayor razón debe protegerse en evaluaciones 
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realizadas por una entidad pública frente a un ciudadano cuya formación científica depende 

de dicha evaluación. [URL: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/T-439-

25.htm. Consultada el 1 de agosto de 2026.] 

Sentencia Decisión Ratio Aplicación 

SU-067 de 2022 (Sala 

Plena) 
Sentencia de Unificación En concursos de méritos, la 

tutela procede 

excepcionalmente cuando: 

(i) hay vía de hecho, o (ii) el 

medio ordinario no es 

idóneo ni eficaz para evitar 

un perjuicio irremediable. 

Establece 5 subreglas. 

Marco de procedencia. Se 

acredita vía de hecho + 

perjuicio irremediable por 

temporalidad de la cohorte. 

T-232 de 2013 (Sala 

Séptima) 
Tutela CONCEDIDA 

contra MEN 
La motivación insuficiente 

o contradictoria de un acto 

administrativo constituye 

vía de hecho. El acto debe 

explicar por qué se toma la 

decisión. 

Precedente estrella para 

el Cargo 1. El evaluador no 

explicó por qué 15/20 si la 

observación es positiva. 

T-1082 de 2012 (Sala 

Sexta) 
Tutela CONCEDIDA 

contra Alcaldía de Santa 

Marta 

"La simple transcripción de 

disposiciones normativas 

no constituye motivación 

suficiente." 

Misma ciudad. El 

evaluador transcribió frases 

sin aplicarlas al caso 

concreto. 

T-956 de 2011 (Sala 

Tercera) 
Tutela CONCEDIDA 

contra MEN 
La administración aplicó 

criterios no previstos en la 

normativa para negar un 

derecho. 

Minciencias aplicó un 

estándar no previsto en los 

TDR para asignar 15/20 en 

lugar de 20/20. 

T-340 de 2020 (Sala 

Octava) 
Tutela CONCEDIDA "Cuando la lista de 

elegibles está próxima a 

vencerse, el medio de 

control de nulidad no es 

eficaz." 

Perjuicio irremediable. 

La cohorte 2026 tiene fecha 

perentoria. 

T-018 de 2023 - "La autoridad ignora una 

prueba que obra en el 

expediente y que resulta 

determinante para la 

decisión." Configura 

defecto fáctico. 

Cargo 2. El evaluador 

ignoró el Certificado de 

Requisitos que decía 

"REVISADO - SÍ". 
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T-849A de 2013 (Sala 

Novena) 
- "El defecto fáctico en su 

dimensión negativa se 

configura cuando el juez 

omite valorar una prueba 

determinante." 

Cargo 2. Aplicable por 

analogía a la omisión del 

evaluador. 

T-430 de 2014 (Sala 

Primera) 
Tutela CONCEDIDA. 

Compulsó copias 
Las autoridades están 

obligadas a acatar el 

precedente constitucional. 

El desconocimiento del 

precedente es causal 

autónoma de procedencia. 

Advertencia a 

Minciencias. Si insisten, 

procede compulsa de 

copias. 

2.4. Jurisprudencia del Consejo de Estado 

Consejo de Estado, Sección Cuarta, Expediente 16090. Falsa motivación como vicio de 

legalidad: 'La falsa motivación se configura cuando existe una contradicción entre los 

fundamentos expuestos y la parte resolutiva del acto administrativo.' Directamente 

aplicable: el evaluador expuso fundamentos (articulación clara con 5 actores) que 

corresponden a la máxima calificación (20 puntos), pero resolvió asignar un puntaje inferior 

(15 puntos). 

Consejo de Estado, Sección Primera, Rad. 25000-23-24-000-2008-00265-01 del 14 de abril 

de 2016. Falsa motivación: 'Los supuestos de hecho expuestos en el acto son contrarios a la 

realidad; los motivos expresados reciben un alcance que no tienen; o los motivos invocados 

no justifican la decisión administrativa finalmente adoptada.' Las tres hipótesis se 

configuran en el presente caso. 

Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente 17760 de 2009. Términos de Referencia 

como ley de la convocatoria: 'Los Términos de Referencia constituyen la ley de la 

convocatoria y son de obligatorio cumplimiento tanto para la Administración como para los 

participantes.' La Nota 4 de los TDR, que autoriza expresamente la modificación del Banco 

Definitivo por orden judicial, es vinculante para Minciencias. 
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Precedente Ratio Aplicación 

Sección Tercera, Exp. 17760 (2009) "El pliego de condiciones constituye 

la ley de la licitación... sus 

disposiciones son de obligatorio 

cumplimiento tanto para la 

Administración como para los 

oferentes." 

 Los TDR de la 975 vinculan a 

Minciencias. No puede aplicar 

criterios no previstos. 

Sección Tercera, Exp. 15005 (2006) "Las reglas no pueden ser 

modificadas o alteradas caprichosa, 

inconsulta o arbitrariamente por la 

entidad." 

Minciencias no puede cambiar el 

estándar de evaluación después de 

publicados los TDR. 

Sección Cuarta, Exp. 16090 "La falsa motivación se configura 

cuando existe contradicción entre 

los fundamentos expuestos y la 

parte resolutiva del acto." 

 El evaluador escribió 

"claramente articulación" pero digitó 

15/20. Incongruencia pura. 

Tribunal Superior de Manizales, 

Rad. 17001310300620250006501 

(Caldas vs Minciencias) 

REVOCÓ improcedencia y 

TUTELÓ. Minciencias excluyó a la 

Universidad de Caldas por una 

observación no advertida antes, 

violando el debido proceso. 

 Precedente directo contra 

Minciencias por el mismo patrón. 

Misma entidad, mismo tipo de error. 

 

III. PROCEDENCIA CONSTITUCIONAL Y REQUISITOS 

GENERALES DE PROCEDIBILIDAD 

3.1. Legitimación por activa (Art. 86 C.P. y Decreto 2591/1991, Art. 1, 10) 

El accionante es la persona natural directamente afectada por el acto administrativo 

definitivo que consolidó su calificación en 83,00 puntos dentro de la Convocatoria No. 975 

de 2026. 



Tutela  Convocatoria 975 de 2026  Proyecto ID 126684 

Página 20 

3.2. Legitimación por pasiva (Decreto 2591/1991, Art. 5, 13) 

MINCIENCIAS es la autoridad pública que expidió el acto administrativo demandado y 

tiene la obligación de motivarlo debidamente, conforme a los Arts. 29 C.P. y 42 CPACA. 

3.3. Juramento (Artículo 37 del Decreto 2591 de 1991). Bajo la gravedad del juramento, manifiesto 

que no he interpuesto otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos aquí reclamados. La 

acción de tutela tramitada ante el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Zona Bananera 

(Radicado 47-980-40-89-002-2026-00183-00, Sentencia No. 120 del 11 de mayo de 2026) versó 

exclusivamente sobre la apertura de la plataforma de inscripción y la Adenda No. 2; el juez de tutela 

declaró el hecho superado y excluyó expresamente del proceso la evaluación objetiva de la 

propuesta por considerarla un hecho nuevo. Los hechos que sustentan la presente acción vicios 

de falsa motivación por incongruencia interna y defecto fáctico por omisión probatoria en la 

calificación del Banco Definitivo, configurados con posterioridad a dicho fallo  constituyen hechos 

nuevos y distintos, como lo precisó el propio juez constitucional en la referida sentencia (véase 

Hecho 1.4.1). 

3.4. Competencia. Es competente el señor Juez del Circuito de Santa Marta o Ciénaga (Reparto), por 

cuanto el accionante tiene su domicilio en el corregimiento de Orihueca, Municipio de Zona 

Bananera, Departamento del Magdalena (lugar donde se producen los efectos de la vulneración), y 

la entidad accionada es una autoridad pública del orden nacional (Ministerio de Ciencia, Tecnología 

e Innovación). Conforme al artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 

333 de 2021, las acciones de tutela contra autoridades del orden nacional se reparten entre los 

jueces del circuito o con categoría de circuito del lugar donde ocurre la vulneración o del domicilio 

del accionante. 

3.5. Inmediatez 

Entre la publicación del Acto Definitivo (viernes 31 de julio de 2026 en horario nocturno) y 

la radicación de esta tutela (lunes 3 de agosto de 2026 a las 8:00 a.m.) transcurrió cero días 

hábiles. Se precisa al Despacho que, debido a las restricciones operativas del Consejo 

Superior de la Judicatura que cierran la plataforma de Tutela en Línea durante fines de 

semana y horas no hábiles, la acción se ingresa en el primer minuto del primer día hábil 
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posterior a la notificación del acto, cumpliendo con el estándar más estricto de inmediatez y 

lealtad procesal. 

3.6. Subsidiariedad  Ineficacia del medio contencioso ordinario 

Agotada la vía gubernativa (Nota 5 TDR + Art. 41 CPACA), el único medio ordinario es la 

acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho (CPACA). Dicho medio no es idóneo ni 

eficaz por las siguientes razones: 

a) Regla general de improcedencia vs. excepción por vía de hecho (SU-067/22): La 

Sentencia SU-067 de 2022 (Sala Plena de la Corte Constitucional) unificó la jurisprudencia 

y estableció que la tutela procede excepcionalmente contra actos administrativos en 

concursos de méritos cuando se configura una vía de hecho administrativa (Subregla 5) o 

cuando el medio ordinario no es eficaz para evitar un perjuicio irremediable (Subreglas 2-

4). En el presente caso se cumplen AMBAS condiciones. 

b) Perjuicio irremediable (T-340 de 2020): La Corte Constitucional ha reconocido que 

"cuando el concurso de méritos se encuentra en etapa de consolidación y la lista de elegibles 

está próxima a vencerse, el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho no 

es eficaz" (T-340 de 2020). La cohorte 2026 de la Convocatoria 975 tiene un calendario 

perentorio: los Registros Presupuestales están por expedirse y una vez ejecutados, la 

oportunidad de la beca se pierde irreversiblemente. 

c) Inminencia, gravedad y urgencia del perjuicio: 

- Inminencia: El calendario académico y presupuestal de la cohorte 2026 avanza en semanas; 

la ventana de asignación se cierra con la expedición del Registro Presupuestal (RP). 

- Gravedad: Perder el cupo de una cohorte académica única no es un daño patrimonial 

compensable; es la privación definitiva del derecho a la educación superior avanzada. 

- Urgencia e Impostergabilidad: Un proceso contencioso administrativo (3-5 años) no 

puede resolver antes del cierre de la cohorte 2026. Una medida cautelar contenciosa llegaría 

cuando el presupuesto esté ejecutado. 

d) Cronograma perentorio de la cohorte 2026. Según la página oficial de la Convocatoria 

975 (https://minciencias.gov.co/convocatorias/convocatoria-becas-para-el-cambio-
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formacion-en-maestrias-y-doctorados, consultada el 30 de julio de 2026), la 'Publicación de 

resultados definitivos' está fijada para el viernes 31 de julio de 2026. Los Términos de 

Referencia establecen que los Registros Presupuestales (RP) se expiden inmediatamente 

después de la publicación del Banco Definitivo, y los giros a las Instituciones de Educación 

Superior deben ejecutarse dentro del mismo período fiscal conforme al cronograma del 

CONPES 4182-2026, que financia dos cohortes (2026 y 2027). La ventana presupuestal de 

la cohorte 2026 se cierra en las semanas siguientes al 31 de julio. Una vez ejecutado el 

presupuesto de la primera cohorte, la oportunidad de acceder a la beca de maestría se 

extingue irreversiblemente. Un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa, cuyo término promedio de resolución oscila entre 

3 y 5 años, no constituye un medio idóneo ni eficaz para evitar la consumación del perjuicio. 

Para cuando se profiera sentencia, la cohorte 2026 ya habrá concluido y los recursos estarán 

totalmente ejecutados. Adicionalmente, el Banco Definitivo de Elegibles del 31 de julio de 

2026 fijó el puntaje de corte para financiación en 91,00 puntos (Modalidad 1: Maestría 

Nacional). El accionante, con 83,00 puntos, se encuentra a ocho (8,00) puntos de dicho 

umbral. Con la corrección de los errores de calificación aquí demostrados (+11,00 puntos = 

94,00 puntos totales), el accionante superaría el corte en tres (3,00) puntos y sería financiable 

directo. La corrección de los vicios del acto administrativo es, por tanto, la diferencia entre 

quedar excluido del sistema de financiación de alto nivel y obtener el apoyo económico para 

el cual el propio evaluador lo declaró apto en el aspecto sustantivo de la propuesta. 

El riesgo no es hipotético. El Ministerio ya ha identificado y marcado como financiables a 

los candidatos que superan el umbral de 91,00 puntos, como lo evidencia la columna 

puestas 

con puntaje igual o superior a 91 puntos. Cada día que transcurre sin que se corrijan los 

errores de calificación es un día en que los recursos públicos destinados a esta convocatoria 

se comprometen irreversiblemente. Si el presupuesto se agota antes de que el juez 

constitucional falle, la tutela pierde su objeto material y el derecho del accionante se vuelve 

ilusorio. Por esta razón, la medida provisional solicitada no es una precaución: es la única 

forma de garantizar que la protección constitucional no llegue tarde. 
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3.7. Procedencia por Vía de Hecho Administrativa (SU-067/22, Subregla 5) 

3.7.1. Relevancia constitucional del caso y procedencia definitiva (T-081 de 2022).  La Corte 

Constitucional, en Sentencia T-081 de 2022 (M.P. Alejandro Linares Cantillo, Sala Tercera de 

Revisión) sistematizó las sub-reglas de procedencia excepcional de la tutela en concursos de 

méritos, estableciendo que el amparo procede de manera definitiva, entre otros supuestos, cuando: 

mecanismo ordinario, en respues -reglas 

concurren en el presente caso: la relevancia constitucional es manifiesta están en juego el 

derecho a la educación superior, el principio de mérito, la igualdad material de un ciudadano 

afrocolombiano y la buena fe en las actuaciones administrativas ; y la desproporción de remitir al 

accionante a un proceso contencioso de 3 a 5 años es evidente cuando la beca debe ejecutarse en 

la cohorte 2026, cuyo cronograma no admite demora. 

La doctrina de las Vías de Hecho rige en el ámbito administrativo cuando la autoridad decide 

en forma arbitraria y desconectada del expediente probatorio. El acto definitivo incurrió en: 

1. Falsa Motivación por Incongruencia Narrativa (Cargo 1): Hay contradicción entre lo 

que el evaluador escribió y el puntaje que digitó. 

2. Defecto Fáctico por Omisión Probatoria (Cargo 2): El evaluador negó la existencia de 

pruebas que el propio SIGP certificó como "REVISADO - SÍ". 

Ambos defectos, concurrentes, configuran una vía de hecho administrativa que hace 

procedente la tutela (SU-067/22, Subregla 5; T-232/13). 

En ambos supuestos, el control se ejerce sobre las palabras y los registros del propio acto 

administrativo, no sobre el juicio científico subyacente. Permitir que la administración 

escriba una cosa en su motivación y resuelva lo contrario en su parte resolutiva destruiría la 

seguridad jurídica y el debido proceso (Art. 29 C.P.). Este Despacho no sustituye al 

evaluador; le ordena a la administración que haga coincidir su decisión con lo que su propia 

motivación y su propio sistema ya certificaron por escrito. 

Regla 1  Análisis de subsunción literal cuando la rúbrica diferencia niveles por adjetivos 

calificativos. Cuando la rúbrica de evaluación establece niveles diferenciados por adjetivos 

calificativos específicos correspondientes a distintos grados de cumplimiento (como ocurre 
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en el Subcriterio 2.1: claras y definidas / parcial / no son claras / NO describe), y el evaluador 

emplea en su concepto escrito el adjetivo del nivel máximo sin señalar deficiencia alguna 

que justifique un nivel inferior, la subsunción en el nivel máximo es la única coherente con 

la motivación escrita. El juez constitucional verifica la correspondencia entre la palabra 

elegida por el evaluador y el nivel de la rúbrica, y le ordena a la administración que haga 

coincidir su calificación con su propia motivación. Si la administración consideraba que la 

articulación era parcial o no era clara, correspondía al evaluador expresarlo en su concepto; 

al no hacerlo, la calificación inferior carece de sustento fáctico en el acto. Esto no es 

sustitución técnica: es aplicación del principio de coherencia interna del acto administrativo. 

Regla 2  Verificación documental cuando la rúbrica exige la carga de un soporte. Cuando 

la rúbrica exige la carga de un documento en el SIGP (como ocurre en los Subcriterios 4.1.3 

y 4.1.5), y el propio sistema de la entidad certifica que el documento fue cargado y revisado 

con estado REVISADO  SÍ, el juez constitucional verifica la correspondencia entre la 

certificación del sistema y la calificación digitada, y le ordena a la administración que 

reconozca el documento. Esto no es sustitución técnica: es aplicación del principio de 

congruencia entre el expediente electrónico y la parte resolutiva del acto. 

Honorable Juez, este Despacho no está llamado a reemplazar el juicio técnico del evaluador, 

ni a calificar la calidad científica de la propuesta. El control constitucional que aquí se ejerce 

es un control de coherencia lógica interna del acto administrativo, conforme al artículo 42 

del CPACA y la jurisprudencia del Consejo de Estado (Sección Cuarta, Exp. 16090). Este 

control opera bajo dos reglas precisas: 

3.9. Precisión sobre el objeto del control judicial: control de coherencia lógica interna, no 

sustitución técnica 

3.10. Fuerza vinculante de las reglas propias (Nota 4 de los TDR) 

Minciencias no puede oponer la protección de "derechos adquiridos de terceros" para evadir 

el amparo. La Nota 4 de los Términos de Referencia de la Convocatoria No. 975 establece 

expresamente: 

"Nota 4: Acciones de tutela en trámite... En consecuencia, en caso de que las 

autoridades judiciales competentes impartan órdenes que incidan sobre los 
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resultados de la convocatoria, el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación 

adoptará las actuaciones administrativas necesarias para dar estricto 

cumplimiento a las decisiones judiciales, lo cual podrá dar lugar a la 

modificación del Banco Preliminar de Elegibles y, de ser procedente, del Banco 

Definitivo de Elegibles, sin que ello implique vulneración de los principios de 

igualdad, transparencia o debido proceso." 

La propia entidad aceptó y reglamentó que las órdenes judiciales posteriores al Banco 

Definitivo son procedentes y modifican el listado sin violar derechos de terceros. 

Adicionalmente, el Consejo de Estado (Sección Tercera, Exp. 17760 de 2009) ha reiterado 

que "los Términos de Referencia constituyen la ley de la convocatoria y son de obligatorio 

cumplimiento tanto para la Administración como para los participantes". Minciencias no 

puede apartarse de sus propias reglas. 

 

3.11. Refuerzo de la subsidiariedad: Análisis de la respuesta de Minciencias al derecho de 

petición de reclamación 

El 15 y 17 de julio de 2026, el accionante radicó ante Minciencias un Derecho de Petición 

de Reclamación (Art. 23 C.P. y Ley 1755 de 2015) en el que expuso detalladamente los tres 

errores de evaluación que motivan esta tutela: (i) incongruencia en el Subcriterio 2.1, (ii) 

omisión probatoria en el Subcriterio 4.1.3 (PDET), y (iii) omisión probatoria en el Subcriterio 

4.1.5 (Étnico Afrocolombiano). También planteó una pretensión subsidiaria de motivación 

suficiente y aportó el reporte del SIGP donde constaba la carga exitosa del requisito R10. 

Mediante oficios con radicados 20260051841S del 22 de julio de 2026 y 20260053102S del 

24 de julio de 2026, suscritos por la Directora Técnica de la Dirección de Gestión de Recursos 

para la CTeI, Carolina Otilia Montealegre Castillo, Minciencias dio respuesta. Sin embargo, 

los INSUMOS TÉCNICOS adjuntos a dichos oficios revelan que la respuesta fue parcial, 

insuficiente y confirmatoria de la vulneración, por las siguientes razones: 

(i) Respuesta parcial que desconoce el deber de resolver todas las pretensiones. Los 

INSUMOS TÉCNICOS establecen una distinción entre 'criterios objetivos' (Criterio 4: 

enfoque diferencial  Subcriterios 4.1.3 y 4.1.5) y 'criterios valorativos técnicos' (Criterios 
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1, 2 y 3). Con base en esta distinción, Minciencias decidió dar traslado al evaluador 

únicamente para la revisión del Criterio 4, mientras que para el Criterio 2.1 (Articulación), 

calificado como 'criterio valorativo técnico', dispuso que 'se mantiene sin modificación.' 

Esta decisión desconoce el núcleo esencial del derecho de petición (Art. 23 C.P. y SU-

067/22), que exige una respuesta de fondo sobre TODAS las cuestiones planteadas. El 

accionante no solicitó una re-evaluación del mérito técnico de su propuesta  solicitó que 

se corrigiera una incongruencia lógica entre el texto del evaluador y el puntaje asignado. Al 

negarse a examinar esta incongruencia bajo el rótulo genérico de 'criterio valorativo 

técnico', Minciencias confundió el objeto de la reclamación y dejó sin resolver una de las 

pretensiones principales. 

(ii) La distinción entre 'criterios objetivos' y 'valorativos técnicos' es artificiosa en el caso 

concreto. El vicio denunciado en el Subcriterio 2.1 no es una discrepancia sobre la calidad 

científica de la propuesta  es una contradicción interna del acto administrativo. La 

incongruencia entre un texto ('muestra claramente articulación ... cuádruple hélice ... 5 

actores') y un número (15 puntos, reservado para descripciones parciales) no requiere juicio 

técnico para ser detectada: cualquier persona que lea el concepto del evaluador y compare 

el puntaje asignado con la rúbrica puede constatarla. Negarse a revisar esta incongruencia 

so pretexto de que se trata de un 'criterio valorativo' constituye una denegación de justicia 

administrativa. Máxime cuando, como se demostró en el Hecho 1.12, la propia Minciencias 

revisó y modificó el Criterio 2 para al menos trece (13) proyectos durante la misma etapa 

de aclaraciones, desmintiendo con sus propios actos la supuesta 'no revisabilidad' de los 

criterios valorativos. 

(iii) La respuesta confirma el agotamiento de la vía gubernativa. La Nota 5 de los Términos 

de Referencia de la Convocatoria 975 prohibe expresamente la interposición de recursos 

contra el Banco Definitivo de Elegibles. La respuesta de Minciencias a las reclamaciones del 

Banco Preliminar constituye, por tanto, el último pronunciamiento de la administración 

antes de la expedición del acto definitivo (31 de julio de 2026). No existe ningún otro 

mecanismo en sede administrativa para obtener la corrección de los errores denunciados. 
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Se cumple así el requisito de subsidiariedad exigido por el artículo 86 de la Constitución y el 

Decreto 2591 de 1991. 

(iv) La respuesta omite pronunciarse sobre la prueba documental aportada. El derecho de 

petición de reclamación adjuntó el reporte de carga del requisito R10 en el SIGP y demás 

soportes. La respuesta de Minciencias no hace referencia alguna a estos documentos ni 

explica por qué, pese a que el SIGP certifica el cumplimiento de los requisitos 4.1.3 y 4.1.5, 

el evaluador afirmó no haberlos encontrado. Esta omisión constituye una violación 

adicional del deber de motivación suficiente. 

(v) La respuesta de Minciencias no satisfizo el estándar constitucional del derecho de 

petición. Conforme a la Sentencia T-043 de 2009 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla, Sala Séptima 

de Revisión de la Corte Constitucional), la respuesta al derecho de petición debe ser: (a) de 

fondo resolver materialmente la solicitud; (b) oportuna dentro de los términos legales; 

(c) congruente abordar exactamente lo pedido; y (d) notificada efectivamente 

comunicada al peticionario. La respuesta de Minciencias no fue de fondo porque se limitó a 

anunciar un traslado al evaluador sin pronunciarse sobre la incongruencia entre el texto del 

evaluador y el puntaje asignado, ni sobre la existencia o inexistencia de los documentos de 

identidad étnica y territorial. No fue congruente porque el derecho de petición solicitaba la 

Definitivo confirmó que la espera fue en vano: ningún criterio fue modificado. 

(vi) La desatención del derecho de petición, sumada a la desatención del requerimiento de la 

Procuraduría General de la Nación (Hecho 1.9), configura un patrón de conducta 

administrativa omisiva y dilatoria que hace aún más imperiosa la intervención del juez 

constitucional. No existe ni existirá  un mecanismo administrativo que permita al 

accionante obtener una respuesta material a sus pretensiones antes de que el daño se 

consolide de manera definitiva e irreversible. 

3.12. La inclusión en el Banco Definitivo como efecto inescindible de la protección 

constitucional y la modificabilidad del Banco por orden judicial. 

La propia entidad accionada ha reconocido, en el mismo acto administrativo que se impugna, 

que el Banco Definitivo es modificable por orden judicial. La Nota 2 del Banco Definitivo 
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0714 de 

2026, en su parte motiva, reitera idéntico lenguaje. No existe, por tanto, barrera legal o 

reglamentaria que impida al juez constitucional ordenar la modificación del Banco. Es la 

propia Minciencias la que ha previsto y regulado esa posibilidad. 

la firmeza de un acto impidiera la procedencia de la tutela, ninguna acción constitucional 

procedería contra actos administrativos, lo cual es contrario a treinta años de jurisprudencia 

pacífica de la Corte Constitucional. La SU-067 de 2022 (Sala Plena) es clara: la tutela 

procede contra actos administrativos de concurso cuando se configura una vía de hecho, sin 

que la firmeza o publicación del acto sea un impedimento. 

Frente a la posible afectación de terceros, debe partirse de un hecho objetivo: a la fecha de 

radicación de esta tutela (lunes 3 de agosto de 2026, 8:00 AM), han transcurrido CERO (0) 

días hábiles desde la publicación del Banco Definitivo (viernes 31 de julio en horario 

nocturno). Ninguno de los 899 propuestas marcadas como financiables en el Banco 

Definitivo (véase ANEXO 18) de la Modalidad 1 ha legalizado su matrícula ni recibido giro 

presupuestal. Todos se encuentran en estado de mera expectativa, no de derecho consolidado. 

 como consecuencia de las decisiones 

adquiridos de terceros: reordena expectativas entre participantes que aún no han recibido un 

solo peso. Y entre la expectativa de quien fue correctamente evaluado y el derecho 

fundamental violado de quien no lo fue, la Constitución no admite dudas sobre cuál debe 

prevalecer. 

En cuanto a la disponibilidad presupuestal, la entidad accionada no puede invocarla como 

obstáculo para la adjudicación, porque dicha situación de existir  sería una consecuencia 

directa de su propia conducta administrativa viciada. El principio constitucional de buena fe 

(Art. 83 C.P.) prohíbe que una autoridad pública se beneficie de las consecuencias de sus 
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propios actos irregulares. Si Minciencias adjudicó cupos con base en un Banco Definitivo 

afectado por falsa motivación y defecto fáctico, la responsabilidad de cualquier ajuste 

presupuestal o reconfiguración de los cupos recae íntegramente en la administración, no en 

el administrado que participó de buena fe. Pretender que el error estatal sea soportado por la 

víctima de la vía de hecho equivale a invertir la carga de la ilegalidad. En todo caso, como 

se detalló en el Hecho 1.12, la propia entidad realizó 104 modificaciones al Banco sin afectar 

derechos de terceros; una modificación adicional ordenada judicialmente es proporcionada y 

no representa carga desproporcionada. 

Finalmente, negar la adjudicación del apoyo económico pese a demostrarse que el puntaje 

corregido (94,00) supera el umbral de financiación (91,00) vaciaría de contenido el principio 

constitucional del mérito (Art. 209 C.P.) y el derecho fundamental a la educación superior 

(Arts. 67 y 69 C.P.). La Corte Constitucional ha sido inequívoca: corregir el puntaje en un 

sistema informático, pero permitir que los recursos se destinen a proyectos con calificación 

inferior basada en actos viciados  convierte la protección constitucional en un gesto 

simbólico, expresamente proscrito por la SU-067 de 2022 y la T-340 de 2020. El mérito 

demostrado impone el deber correlativo de adjudicación. En síntesis: la Nota 2 del Banco 

Definitivo, la Resolución 0714, la SU-067 de 2022, los principios de buena fe y mérito, y el 

hecho de que ningún financiable ha recibido recursos, convergen en un mismo punto: el 

Banco se puede modificar, la adjudicación al accionante es procedente, y la orden judicial 

que lo disponga es válida, proporcionada y necesaria. 

(vii

negligente y dilatoria la que impidió que los errores de calificación se corrigieran en sede 

administrativa. La respuesta evasiva al derecho de petición, la desatención del requerimiento 

de la Procuraduría General de la Nación y la negativa selectiva a revisar los criterios del 

accionante configuraron una barrera administrativa que impidió la corrección oportuna. No 

puede ahora la entidad escudarse en las consecuencias de su propia omisión para alegar que 

el daño ya está consumado. Adicionalmente, la Nota 2 del propio Banco Definitivo reconoce 

Minciencias, en el mismo acto 

que se impugna, admite que una orden judicial puede modificar el Banco. Pretender lo 
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contrario ante el juez constitucional equivaldría a sostener una posición contradictoria con 

sus propios actos administrativos (venire contra factum proprium). 
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IV. FUNDAMENTOS DE FONDO: CONFIGURACIÓN DE LAS 

VÍAS DE HECHO 

4.1. CARGO 1: Vía de Hecho por Falsa Motivación e Incongruencia Interna en 

el Subcriterio 2.1 

4.1.1. Estándar jurídico aplicable: el control de coherencia lógica interna del acto 

administrativo 

 

La falsa motivación se configura, conforme a la jurisprudencia del Consejo de Estado 

(Sección Cuarta, Exp. 16090), cuando existe contradicción entre los fundamentos expuestos 

y la parte resolutiva del acto. La Corte Constitucional ha añadido que la motivación debe ser 

clara y suficiente para justificar la expedición del acto y suministrar al destinatario las razones 

de hecho y de derecho que lo sustentan (Cfr. T-706 de 2012 y T-232 de 2013). 

 

Precisión sobre el alcance del control constitucional en criterios valorativos técnicos. La 

Sentencia SU-067 de 2022 (Sala Plena) es taxativa: el juez de tutela no está llamado a sustituir 

el juicio técnico del evaluador. Sin embargo, la propia SU-067/22 reconoce que el juez 

constitucional sí está facultado para verificar la coherencia lógica interna del acto 

administrativo, es decir, la correspondencia entre los fundamentos fácticos expuestos por el 

evaluador en su motivación escrita y la calificación digitada en la parte resolutiva. Este 

control es de naturaleza formal, no técnica: opera sobre las palabras que el evaluador empleó, 

no sobre el juicio científico subyacente. 

 

Cuando la rúbrica de evaluación establece niveles diferenciados por adjetivos calificativos 

específicos correspondientes a distintos grados de cumplimiento (como ocurre en el 

evaluador emplea en su concepto escrito el adjetivo del nivel máximo sin señalar deficiencia 

alguna que justifique un nivel inferior, la subsunción en el nivel máximo es la única coherente 

con la motivación escrita. El juez constitucional no sustituye al evaluador: simplemente le 
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ordena a la administración que haga coincidir su calificación con la palabra que su propio 

evaluador eligió para describir la propuesta. Si la administración consideraba que la 

lo en su 

concepto; al no hacerlo, la calificación inferior carece de sustento fáctico en el acto. 

 

Esta regla es aplicable al presente caso porque la rúbrica del Subcriterio 2.1 establece cuatro 

 e identificó cinco actores del SNCTeI

subsunción coherente con la motivación escrita del evaluador es la del nivel de 20 puntos, 

pues ningún elemento del concepto sustenta los niveles inferiores. 

4.1.2. Cuadro de demostración literal de la incongruencia 

Elemento de la 

rúbrica 

Texto de la rúbrica 

(nivel 20 pts) 

Concepto textual 

del evaluador 

(ANEXO 02) 

Subsunción 

Nivel 20 pts 

(adjetivo 

calificativo) 

definidas de 

 

muestra claramente 

 

 El evaluador 

empleó adverbio de 

la misma raíz 

semántica. 

Subsunción literal 

directa. 

Nivel 20 pts 

(actores) Sistema de Ciencia, 

Tecnología e 

 

del SNCTeI... estos 

son: La Universidad 

de la Costa, 

CORPAMAG, y 

SISAIRE. 

 Identificó 5 

actores del SNCTeI 

y del territorio. 

Supera el estándar. 
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Adicionalmente 

demuestra 

articulación con la 

Alcaldía municipal y 

 

Nivel 15 pts 

(exclusión)  

El concepto del 

evaluador NO 

contiene la palabra 

sinónimo 

(incompleta, 

fragmentaria, 

limitada). 

 El supuesto del 

nivel de 15 pts no 

fue invocado. No 

puede asignarse. 

Nivel 10 pts 

(exclusión)  

El evaluador afirmó 

lo contrario: 

 

 El supuesto del 

nivel de 10 pts fue 

expresamente 

descartado por el 

evaluador. 

Nivel 0 pts 

(exclusión)  

El evaluador 

describió 

actividades y actores 

concretos. 

 El supuesto del 

nivel de 0 pts fue 

expresamente 

descartado. 

Rúbrica Oficial  20 PUNTOS Concepto del Evaluador  Propuesta ID 

126684 

actividades claras y definidas de 

articulación con actores del Sistema de 

puntos) 

articulación entre tres actores del Sistema 

Nacional de Ciencia, Tecnología e 
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 un enfoque de gobernanza ambiental basado 

en la CUÁDRUPLE HÉLICE (CUC, 

CORPAMAG, SISAIRE, Alcaldía de Zona 

 

 proyecto y su aporte a la gestión pública 

 

NOTA: El nivel de 15 puntos exige que la 

en ninguna parte del concepto del 

evaluador. 

El evaluador utilizó el adverbio 

de 20 puntos. 

Actor identificado en la propuesta Rol y aporte definido en el texto de la 

propuesta (ANEXO 06) 

Institución de Educación Superior (Maestría 

en Desarrollo Sostenible) 

Actor principal, garantizando el soporte 

académico, metodológico y científico, así 

como la formación de capital humano. 

Grupos de investigación asociados Aportan capacidades técnicas en 

modelación ambiental y gestión de la 

calidad del aire. 

Comunidad del corregimiento de Orihueca 

(Zona Bananera, Magdalena) 

Actor clave, con participación directa en 

procesos de levantamiento de información 

contextual y apropiación social del 

conocimiento. Se prevé la socialización de 

resultados mediante estrategias de 

divulgación accesibles. 
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Corporación Autónoma Regional del 

Magdalena (CORPAMAG) 

Usuarios potenciales de los resultados. 

Vinculación en procesos de gestión 

ambiental y toma de decisiones sobre 

calidad del aire en zonas rurales. 

Alcaldía municipal Usuarios potenciales de los resultados. 

Articulación en procesos de gestión 

ambiental y toma de decisiones. 

Sistema de Información sobre Calidad del 

Aire (SISAIRE) 

Plataforma estratégica para la gestión y 

difusión de información sobre 

contaminación atmosférica. La 

investigación podría aportar insumos 

técnicos relevantes. 

Sector productivo local (agrícola y 

transporte en vías no pavimentadas) 

Usuarios potenciales de las soluciones 

tecnológicas propuestas, particularmente en 

relación con estrategias de supresión de 

polvo. 

 

4.1.2.A. Refuerzo probatorio: La cuádruple hélice como estándar oficial de articulación del 

Ministerio 

El argumento de incongruencia interna se refuerza de manera contundente al constatar que 

el propio Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación ha adoptado la cuádruple hélice 

como el modelo de articulación idóneo para el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación (SNCTeI). Así consta en las siguientes fuentes oficiales de la entidad accionada: 

(i) Convocatoria 27 del SGR de Minciencias (2022). La convocatoria, publicada en el sitio 

web oficial del Ministerio (https://minciencias.gov.co/convocatorias/plan-convocatorias-

asctei-2021-2022/convocatoria-la-asignacion-para-la-ctei-del-sgr-10), establece como 

requisito obligatorio que las alianzas postulantes aseguren 'la participación de los cuatro 

tipos de actores de la cuádruple hélice (Academia, Sector productivo, Estado, Sociedad Civil 
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Organizada). Es de estricto cumplimiento que la alianza incluya una entidad Territorial no 

certificada en educación.' 

(ii) Sala de Prensa de Minciencias (9 de diciembre de 2023). En comunicado oficial 

(https://minciencias.gov.co/sala_de_prensa/minciencias-presenta-las-politicas-

investigacion-orientadas-por-misiones), la Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, 

Yesenia Olaya Requene, 'destacó la participación de la cuádruple hélice compuesta por la 

academia, el sector productivo, la sociedad civil y el Estado' en la formulación de las Políticas 

de Investigación e Innovación Orientadas por Misiones (PIIOM). 

(iii) Sala de Prensa de Minciencias (29 de diciembre de 2023). Segundo comunicado oficial 

(https://minciencias.gov.co/sala_de_prensa/consulta-ciudadana-hojas-ruta-PIIOM) en el 

que Minciencias afirma que la formulación de las PIIOM 'contó con la participación de la 

cuádruple hélice, compuesta por la academia, el sector productivo, la sociedad civil y el 

estado.' 

Esta doctrina institucional tiene aplicación directa a la Convocatoria 975 de 2026. La página 

oficial de la convocatoria (https://minciencias.gov.co/convocatorias/convocatoria-becas-

para-el-cambio-formacion-en-maestrias-y-doctorados) establece en su objetivo que los 

candidatos 'deben presentar una propuesta de Investigación, Desarrollo Tecnológico y/o 

Innovación (I+D+i) que articule el programa de formación con una de las Políticas de 

Investigación e Innovación orientadas por Misiones (PIIOM) adoptadas mediante la 

Resolución 1452 de 2024.' Las mismas PIIOM que, según los comunicados oficiales del 

Ministerio, fueron formuladas con la participación de la cuádruple hélice. 

El propio evaluador lo reconoció. En el criterio 1.1 del Reporte de Calificación, afirmó que 

la 'Congruencia entre el programa de formación de alto nivel y la Política de Investigación e 

Innovación Orientada por Misiones es muy clara.' Y en el criterio 2.1, objeto de esta acción, 

describió que la propuesta 'muestra claramente articulación [...] bajo un enfoque de 

gobernanza ambiental y cuádruple hélice (academia Estado comunidad sector 

productivo)' y procedió a identificar los actores concretos de cada hélice: Universidad de la 

Costa (academia), CORPAMAG y SISAIRE (Estado), la comunidad del corregimiento de 
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Orihueca (sociedad civil), y la Alcaldía municipal y el sector agrícola y de transporte (sector 

productivo y Estado local). Cinco actores más de los que el propio Ministerio exige en su 

Convocatoria 27 , mapeados explícitamente a cada hélice. 

Adicionalmente, debe advertirse que la rúbrica del Subcriterio 2.1 no distingue entre actores 

de articulación con actores del Sistema de Ciencia, Tecnología e In

certificó que la propuesta describe articulación con cinco actores bajo el modelo de cuádruple 

hélice cubriendo los cuatro componentes que la propia Minciencias define como estándar: 

academia, sector productivo, sociedad civil y Estado (Sala de Prensa, 9 y 29 de diciembre de 

2023, y Resolución 1452 de 2024). Punto. Si la entidad intentara alegar en sede de tutela que 

algunos de esos actores no cuentan por no pertenecer al SNCTeI, estaría aplicando un criterio 

restrictivo que no aparece en los Términos de Referencia. La administración no puede 

inventar requisitos que sus propias reglas no contienen (principio de legalidad, Art. 29 C.P.; 

T-849A de 2013; T-018 de 2023). El argumento es simple: la rúbrica no distingue. El 

 

En conclusión: el Ministerio definió la cuádruple hélice como su modelo oficial de 

articulación para el SNCTeI. La Convocatoria 975 está alineada con ese modelo a través de 

las PIIOM. El evaluador certificó que la propuesta del accionante implementa ese modelo 

con 5 actores concretos identificados por nombre y rol. Sin embargo, en lugar de asignar la 

máxima calificación prevista en la rúbrica para actividades 'claras y definidas' (20 puntos), 

asignó 15 puntos la calificación reservada para descripciones parciales  sin explicar qué 

elemento faltó, qué actor no fue identificado, o qué requisito objetivo de la rúbrica no fue 

satisfecho. Esta contradicción entre el reconocimiento expreso del modelo de gobernanza 

que el propio Ministerio ha erigido como estándar y la asignación de un puntaje 

incongruente constituye falsa motivación por incongruencia interna. 

4.1.2.B. Refuerzo por violación del principio de igualdad: La entidad accionada no puede 

sostener válidamente que el Subcriterio 2.1 es «no revisable» por ser de carácter «valorativo 

técnico». Como se demostró en el Hecho 1.12, la Resolución 0714 de 2026 documenta 104 

modificaciones durante la etapa de aclaraciones, entre ellas: (i) la modificación de un 

subcriterio «valorativo técnico» (1.1) para el proyecto ID 122875 en respuesta a un radicado 
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ordinario de aclaración del mismo tipo que el del accionante, (ii) la modificación directa del 

Subcriterio 2.1 para dos proyectos (ID 140528 e ID 136429), (iii) la modificación de los 

Subcriterios 4.1.3 (PDET) y 4.1.5 (Afro) para el proyecto ID 140528 los mismos 

subcriterios reclamados por el accionante , y (iv) la asignación del Criterio 2 completo 

(hasta 20 puntos) para decenas de proyectos evaluados por primera vez en la misma etapa. 

Lo que la entidad le dijo al accionante («se mantienen sin modificación») no fue una regla 

general aplicada uniformemente, sino una negativa selectiva y discriminatoria. Se configura 

así, además de la falsa motivación ya demostrada, una violación autónoma del principio 

constitucional de igualdad (Art. 13 C.P.) que vicia el acto administrativo y que, por sí sola, 

justifica la procedencia de la tutela. 

 

4.1.3. Conclusión del Cargo 1 

Síntesis: La asignación de 15 puntos es incongruente con la motivación escrita del evaluador 

y con el texto de la propuesta. La única calificación jurídicamente coherente es la de 20 

puntos. Este Despacho no sustituye al evaluador técnico: le ordena a la administración que 

haga coincidir su calificación con la palabra que su propio evaluador eligió para describir la 

propuesta. 

Precisión sobre la naturaleza de la orden solicitada. Honorable Juez, no se solicita a este 

Despacho evaluar la calidad científica de la propuesta. Se solicita aplicar una regla de 

coherencia lógica interna: cuando la rúbrica establece niveles diferenciados por adjetivos 

calificativos, y el evaluador emplea el adjetivo del nivel máximo sin señalar deficiencia 

alguna, la subsunción en el nivel máximo es la única coherente con la motivación escrita. 

Ordenar lo contrario mantener un puntaje de 15 puntos cuyo supuesto de hecho (parcial) 

no fue expresado por el evaluador  es validar una incongruencia interna que destruye la 

seguridad jurídica y el debido proceso (Art. 29 C.P.). 

(v) A mayor abundamiento, el texto original de la propuesta (ANEXO 06) describe el 

desarrollo de actividades claras y definidas de articulación, identifica expresamente los 

actores, y define el rol y aporte de cada uno al proyecto (Cuadro 6-BIS). La rúbrica evalúa si 
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la propuesta describe, no si el evaluador transcribe. El texto de la propuesta cumple el 

supuesto de hecho del nivel de 20 puntos. 

(iv) En consecuencia, la motivación escrita del evaluador solo es coherente con el nivel de 

20 puntos. Si el evaluador consideraba que la articulación era parcial o no era clara, 

correspondía expresarlo en su concepto; al no hacerlo, la calificación de 15 puntos carece de 

sustento fáctico en el acto administrativo. 

(iii) El evaluador no empleó las palabras parcial, no son claras, ni no describe, ni ningún 

sinónimo equivalente. Es decir, no expresó ningún elemento que sustente los niveles 

inferiores de la rúbrica. 

(ii) El evaluador empleó en su concepto escrito el adverbio claramente de la misma raíz 

semántica que claras y definidas , e identificó cinco actores del SNCTeI y del territorio. 

(i) La rúbrica del Subcriterio 2.1 establece cuatro niveles diferenciados por adjetivos 

calificativos específicos, correspondientes a distintos grados de cumplimiento: claras y 

definidas (20 pts), parcial (15 pts), no son claras y/o no están definidas (10 pts) y NO describe 

(0 pts). 

Prohibición de motivos sobrevenientes. Es imperativo advertir a este Despacho que, ante la 

evidente incongruencia interna del acto, la entidad accionada no puede válidamente 

intentar sanear el defecto mediante 'motivos sobrevenientes'. El reporte de evaluación es 

un acto administrativo de carácter cerrado: las razones que lo sustentan son las que el 

evaluador consignó en el momento de su expedición, no las que la entidad pueda inventar 

posteriormente ante el juez constitucional para defender lo indefendible. Si el evaluador no 

escribió en el momento de la evaluación  cuál requisito de la rúbrica consideró 

incumplido para negar los 5 puntos, Minciencias no puede subsanar esa omisión ex post 

facto en su contestación a la tutela. Permitirlo sería convalidar una vulneración flagrante al 

debido proceso administrativo (Art. 29 C.P.) y al principio de seguridad jurídica, pues el 

administrado tiene derecho a conocer los motivos reales de la decisión que lo afecta en el 

momento en que esta se profiere, no meses después en un estrado judicial. La única salida 

legal ante un acto que certifica el cumplimiento de todos los requisitos para la máxima 
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calificación y asigna un puntaje inferior sin explicación es la asignación inmediata de los 20 

puntos correspondientes. 

El acto administrativo de evaluación incurre en falsa motivación por incongruencia 

interna (CE, Sección Cuarta, Exp. 16090). El evaluador certificó por escrito que la propuesta 

"muestra claramente articulación" y listó 5 actores concretos cumpliendo el 100% del 

estándar de la rúbrica  pero digitó 15/20, nota reservada para descripciones parciales que 

no ocurrieron. No hay ni una sola palabra en la observación que explique por qué 15 y no 20. 

Esa ausencia de explicación constituye falta de motivación suficiente (T-232/13) y la 

contradicción entre el texto y el puntaje configura falsa motivación (CE Exp. 16090). 

4.2. CARGO 2: Vía de Hecho por Defecto Fáctico en los Subcriterios 4.1.3 y 

4.1.5 (Omisión Probatoria) 

4.2.1. Estándar jurídico aplicable 

El defecto fáctico en su dimensión negativa se configura cuando la autoridad omite valorar 

una prueba determinante para la solución del caso, o cuando valorándola, su apreciación 

resulta arbitraria, irracional o caprichosa (T-849A de 2013). La Corte ha reiterado que "la 

autoridad ignora una prueba que obra en el expediente y que resulta determinante para la 

decisión" (T-018 de 2023). 

Lo anterior se refuerza por una regla elemental del debido proceso administrativo: cuando 

nto: SÍ / 

la autoridad omite valorar una prueba determinante para la soluci -849A de 

2013; T-018 de 2023). El SIGP certificó que los documentos estaban cargados, revisados y 

cumplían. El evaluador dijo que no los encontró. Esa omisión es el defecto fáctico. No hay 

debate interpretativo. Hay un sistema que dijo SÍ y un evaluador que dijo NO. La decisión 

debe reflejar el expediente, no el error. 
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4.2.2. Cuadro de verificación probatoria contra el sistema SIGP 

 

4.2.2.A. Refuerzo jurídico: La autoidentificación como criterio primordial de pertenencia 

étnica (T-576 de 2014) 

La omisión probatoria en el Subcriterio 4.1.5 no solo constituye un defecto fáctico, sino que 

desconoce la doctrina constitucional vinculante sobre la determinación de la pertenencia 

étnica. La Corte Constitucional, en la Sentencia T-576 de 2014 (M.P. Luis Ernesto Vargas 

Silva), estableció reglas de inexorable aplicación: 

(a) 'El criterio más relevante para determinar si determinado pueblo o individuo puede ser 

considerado indígena o tribal es el criterio de AUTOIDENTIFICACIÓN.' 

(b) 'Ninguna autoridad pública, ni siquiera el juez constitucional, puede definir si un sujeto 

hace parte o no de una minoría étnica, pues son estas comunidades las únicas que pueden 

fijar tales criterios de pertenencia, en ejercicio de su autonomía.' 

(c) La exigencia de una certificación oficial como condición para el reconocimiento de la 

pertenencia étnica es contraria a la Constitución, pues el registro administrativo es una 

herramienta de publicidad y no un requisito constitutivo del derecho. 

Aplicadas estas reglas al presente caso, se observa que el accionante no solo cumplió con 

el requisito formal exigido por la convocatoria adjuntar el certificado a título personal 

expedido por el Ministerio del Interior  sino que aportó elementos probatorios que 

exceden el estándar exigido: (a) el Certificado de Autorreconocimiento del Ministerio del 

Interior (SIDACN-AUTO-2026-490193 del 27 de abril de 2026), (b) el Certificado de 

Pertenencia de la Asociación Afrocolombiana Benkos, y (c) una carta de justificación técnica 

y legal que explicaba que la eventual ausencia temporal del registro en la plataforma de 

consulta pública del Ministerio del Interior obedece a los ciclos anuales de actualización del 

censo de comunidades negras, un trámite administrativo externo y ajeno al control del 

candidato. Sin embargo, el evaluador se limitó a señalar que 'aparentemente no suministró 

certificado', omitiendo valorar todo este acervo probatorio. Esta omisión no es un error  

es un defecto fáctico que vicia de nulidad la evaluación. 
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Ahora bien, más allá del debate constitucional sobre la autoidentificación étnica, existe un 

hecho incontrovertible que por sí solo demuestra el defecto fáctico y hace innecesario 

cualquier análisis adicional: la rúbrica del Subcriterio 4.1.5 exige únicame

a título personal expedido por el Ministerio del Interior con fecha de expedición vigencia 

-AUTO-

2026-490193, expedido el 27 de abril de 2026 por el Director (E) de Asuntos para 

Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior, 

Dr. Antonio José Ballestas Ballestas

es verificable en línea por el propio Despacho en el enlace oficial del Ministerio del Interior: 

https://datos.mininterior.gov.co/VentanillaUnica/Dacnrp/Auto-

Reconocimiento/Certificado-Validacion/1afa2c99-74e4-4bec-b485-3c9582ad1467. La 

siguiente tabla demuestra, elemento por elemento, que el certificado cumple 

EXACTAMENTE con cada uno de los requisitos de la rúbrica: 

Requisito de la rúbrica 

4.1.5 

Evidencia en el expediente ¿Cumple? 

 

SIDACN-AUTO-2026-

AUTORRECONOCE como 

miembro de la comunidad 

 

 SÍ 

 

Dirección de Asuntos para 

las Comunidades Negras, 

Afrocolombianas, Raizales 

y Palenqueras del Ministerio 

del Interior. Firmado por el 

Director (E) Antonio José 

Ballestas Ballestas. 

 SÍ 
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Expedido el 27 de abril de 

2026. Vigencia: 2026. 

 SÍ 

Cargado en el SIGP 

(plataforma oficial) 

Certificado de Requisitos 

del SIGP (15/07/2026, 08:34 

PM): Ítem 10 (R10 Étnico 

NARP)  Cumplimiento: 

SÍ / Observación: 

REVISADO 

 SÍ 

Documento auténtico y 

verificable 

Enlace oficial del Ministerio 

del Interior para verificación 

en línea 

(datos.mininterior.gov.co) 

 SÍ 

Como se desprende del cuadro anterior, el certificado cumple todos y cada uno de los 

requisitos de la rúbrica. La rúbrica NO exige en ninguna parte  que el registro del 

solicitante aparezca en la plataforma de consulta pública del Ministerio del Interior. Tampoco 

exige una antigüedad mínima del certificado, ni que el censo poblacional esté actualizado, ni 

que un tercero valide la información. Lo único que exige es el certificado a título personal 

con vigencia 2026. Ese certificado fue aportado. Fue cargado en el SIGP con estado 

 

puro. El documento existe. El documento cumple. El documento fue ignorado. El defecto 

fáctico es idéntico en estructura al ya demostrado para el Subcriterio 4.1.3 (PDET), donde 

también el evaluador dijo no encontrar una prueba que el SIGP certifica como revisada y que 

el expediente contiene. 

Es cierto que, al momento de la evaluación, el registro del accionante no aparecía en la 

plataforma de consulta pública del Ministerio del Interior. Así lo reconoció el propio 

accionante en su carta de justificación con total transparencia y buena fe  al explicar que 

dicha ausencia obedecía a los ciclos de actualización anual de los censos de comunidades 

negras, un trámite administrativo ajeno a su control. Pero la rúbrica del Subcriterio 4.1.5 NO 

exige en ninguna parte  que el evaluador consulte una base de datos externa para validar 
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la pertenencia étnica. Solo exige el certificado. Si el evaluador aplicó un criterio no previsto 

en los Términos de Referencia consultar una plataforma externa en lugar de valorar el 

documento aportado , se extralimitó en sus funciones. La administración no puede inventar 

requisitos que sus propias reglas no contienen (principio de legalidad, Art. 29 C.P.). El 

certificado está en el expediente. Cumple todos los requisitos. Es verificable en línea. Lo 

demás es irrelevante. 

El defecto fáctico aquí demostrado adquiere una gravedad constitucional adicional. La 

omisión del evaluador no es un simple error procedimental: es una conducta que, al penalizar 

con cero (0) puntos la pertenencia étnica de un ciudadano afrocolombiano cuyos documentos 

fueron validados por el propio sistema SIGP de Minciencias, produce una discriminación 

indirecta contraria al artículo 13 de la Constitución Política (igualdad material). La Corte 

Constitucional ha reconocido que las acciones afirmativas y los puntajes diferenciales en 

convocatorias de formación de alto nivel (CONPES 4182 de 2026 y T-576 de 2014) existen 

precisamente para corregir las barreras estructurales que enfrentan las comunidades negras, 

a pesar de que el si   

para anular ese puntaje diferencial, entonces la acción afirmativa se vuelve ilusoria y el 

enfoque diferencial étnico pierde toda eficacia. El daño que se causa no es solamente 

patrimonial ni académico: es antropológico y cultural, pues perpetúa la exclusión de las 

minorías étnicas del sistema de formación científica avanzada. Por su naturaleza, ese daño 

no es reparable mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; solo la tutela 

puede prevenirlo de manera oportuna. 

 

4.2.2.B. Agravante adicional: La misma cédula fue cargada para dos ítems y solo valorada 

en uno 

El Certificado de Requisitos del SIGP (generado el 15 de julio de 2026 a las 08:34 PM) revela 

un hecho que agrava el defecto fáctico más allá de toda duda razonable: el archivo 'juan luis 

cedula 150.pdf' fue cargado en el SIGP para DOS ítems distintos: (i) el ítem 2 (requisito 

general 7.3: 'Adjuntar copia legible de la cédula de ciudadanía') con estado 'Cumplimiento: 

Sí / REVISADO', y (ii) el ítem 8 (Subcriterio 4.1.3 Territorial PDET) con idéntico estado 
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'Cumplimiento: Sí / REVISADO'. Es decir, la misma cédula que el sistema certificó como 

válida para acreditar la identidad del candidato y que el evaluador necesariamente vio al 

verificar los requisitos generales  fue inexplicablemente 'no identificada' por el mismo 

evaluador al momento de verificar el criterio territorial PDET. Esta contradicción no admite 

justificación técnica: si el evaluador tuvo acceso al documento para el ítem 2, lo tuvo para 

el ítem 8. Si supo que el candidato era colombiano, supo que nació en Ciénaga (Magdalena). 

La única explicación es una omisión selectiva que vicia de nulidad la evaluación. 

Criterio Lo que 

exige la 

Rúbrica 

Oficial 

`[ANEXO 

05]` 

Prueba documental cargada en 

SIGP 
Estado 

certificado 

por 

Minciencias 

(15/07/2026, 

08:34 PM) 

`[ANEXO 

03]` 

Motivación 

del 

evaluador 

externo 

`[ANEXO 

02]` 

Vicio 

constitucional 

4.1.3 

(Territori

al PDET) 

"Se debe 

adjuntar en 

el SIGP el 

documento 

de 

identificació

n. Adjuntar 

copia de la 

cédula de 

ciudadanía.

" 

Archivo juan luis cedula 

150.pdf (321.43 KB)  cargado 

específicamente para el ítem 8 

(4.1.3 PDET) según el Certificado 

SIGP 

Cumplimient

o: SÍ / 

Observación: 

REVISADO 

"No 

identifique 

que el 

candidato 

haya 

suministrad

o algún 

certificado...

" 

Defecto Fáctico 

Manifiesto. El 

documento fue 

cargado para este 

criterio y 

certificado por el 

sistema. 

4.1.4 

(Sisbén 

IV)  

"Se debe 

anexar la 

certificació

n oficial 

emitida por 

el Sisbén IV 

del 

candidato." 

Archivo Sisben_Juan.pdf (209.29 

KB) 
Cumplimient

o: SÍ / 

Observación: 

REVISADO 

"Identifiqué 

que el 

candidato 

suministró 

un 

certificado... 

considero 

que se debe 

asignar 

estos 

puntos." 

CONTROL DE 

CONSISTENCI

A: El mismo 

evaluador, con el 

mismo sistema, 

SÍ encontró y 

valoró la prueba 

del Sisbén. Esto 

demuestra que el 

sistema funciona 

y que la omisión 
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Asignó 3/3 

 

en 4.1.3 y 4.1.5 

fue selectiva. 

4.1.5 

(Étnico 

NARP) 

"Certificado 

a título 

personal 

del/la 

candidato(a

) expedido 

por el 

Ministerio 

del 

Interior." 

Archivo 

Certificacion_Afrocolombiano

.pdf (Certificado MinInterior 

SIDACN-AUTO-2026-490193 + 

aval Asociación Benkos + carta de 

justificación) 

Cumplimient

o: SÍ / 

Observación: 

REVISADO 

"El 

candidato 

aparenteme

nte no 

suministro 

certificado...

" 

Violación de 

Actos Propios + 

Omisión 

Agravada. La 

entidad validó la 

prueba y el 

evaluador la 

ignoró, incluso la 

carta de 

justificación que 

explicaba el ciclo 

anual del censo. 

 

4.2.3. Conclusión del Cargo 2 

Los Subcriterios 4.1.3 y 4.1.5 son objetivos y binarios (se cumple o no se cumple). La propia 

plataforma SIGP de Minciencias certificó, el 15 de julio de 2026 a las 08:34 PM, que ambos 

requisitos estaban cumplidos y revisados. El evaluador, sin embargo, afirmó que 

"aparentemente no se suministraron" los soportes, negando la realidad del expediente 

electrónico. Esto configura un defecto fáctico por omisión probatoria (T-849A/13, T-

018/23) y una violación del principio de buena fe y confianza legítima (Art. 83 C.P.): el 

mismo sistema de la entidad certificó el cumplimiento y luego su propio evaluador lo 

contradijo. 

4.2.4. Agravante: el evaluador sí encontró pruebas de otros criterios (contradicción 

interna) 

El agravante que consolida el Cargo 2 es la contradicción interna del propio evaluador. 

En el Subcriterio 4.1.4 (Sisbén IV), el mismo evaluador, utilizando el mismo sistema SIGP, 

con los mismos mecanismos de descarga, SÍ identificó, valoró y asignó los 3 puntos 

correspondientes, afirmando textualmente: "Identifiqué que el candidato suministró un 

certificado... considero que se debe asignar estos puntos." [ANEXO 02] 

Esto demuestra que: 
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1. El sistema SIGP sí permite a los evaluadores acceder y descargar los documentos cargados 

por los participantes. 

2. Cuando el evaluador quiso encontrar la prueba, la encontró (caso 4.1.4). 

3. Cuando, por la razón que fuere, no quiso o no revisó a fondo, dijo que no existía (casos 

4.1.3 y 4.1.5). 

Dicha conducta selectiva descarta cualquier excusa técnica sobre "fallas del sistema" o 

"dificultades de visualización". El problema no es el SIGP. El problema es la omisión 

selectiva y arbitraria del evaluador, que constituye un defecto fáctico en su dimensión 

negativa más clara (T-849A/13, T-018/23). 

Adicionalmente, en el caso del Subcriterio 4.1.5, el evaluador ignoró no solo el certificado 

del Ministerio del Interior y el aval de la Asociación Benkos, sino también la carta de 

justificación técnica y legal que el accionante adjuntó expresamente, donde se explicaba 

que la ausencia temporal del registro en la plataforma pública del Ministerio obedece a los 

ciclos anuales de actualización del censo de comunidades negras, un trámite administrativo 

externo al control del candidato. Ignorar esta carta constituye una omisión probatoria 

agravada: el evaluador no solo no vio el documento principal, sino que además desechó sin 

valorar la explicación expresa del administrado. 
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V. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL URGENTE 

(Art. 7 del Decreto 2591 de 1991) 

Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito al Despacho decretar 

desde el auto admisorio la siguiente MEDIDA PROVISIONAL: 

ORDENAR al MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

(MINCIENCIAS) que, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación 

del auto admisorio, RESERVE un (1) cupo presupuestal de la Modalidad 1 (Maestría 

Nacional) de la Convocatoria 975 de 2026 a favor de la propuesta ID 126684, 

absteniéndose de asignarlo a terceros y de ejecutar los giros correspondientes a dicho 

cupo, hasta tanto se resuelva de fondo la presente acción de tutela. En caso de que el 

cupo ya hubiere sido asignado, ORDENAR la suspensión de los giros correspondientes 

a esa asignación específica y proceder a la reserva indicada. Esta medida no afecta los 

demás cupos de la convocatoria ni paraliza la ejecución presupuestal de la entidad; se 

limita exclusivamente al aseguramiento de la materia del litigio. 

Proporcionalidad: La medida recae exclusivamente sobre el trámite financiero del cupo 

disputado y no paraliza la convocatoria ni afecta a terceros ya legalizados. 

Procedencia: El artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 faculta al juez para decretar medidas 

provisionales "cuando lo considere necesario y urgente para proteger un derecho 

fundamental amenazado o vulnerado". El perjuicio es inminente porque la expedición de los 

RP en los próximos días tornaría inane cualquier fallo posterior. 

Fumus boni iuris (apariencia de buen derecho): La apariencia de buen derecho se acredita 

con la certificación expedida por el propio Sistema Integral de Gestión de Proyectos (SIGP) 

de Minciencias el 15 de julio de 2026 a las 08:34 PM (ANEXO 03), donde los ítems 8 (4.1.3 

Territorial PDET) y 10 (4.1.5 Étnico NARP) registran estado "Cumplimiento: SÍ / 

REVISADO". Este documento, emanado del sistema informático de la propia entidad 

accionada, demuestra prima facie que los 6 puntos de los criterios objetivos debieron ser 

asignados y que la calificación actual es producto de un defecto fáctico por omisión 

probatoria. Negar la medida provisional implicaría que, aun obteniendo un fallo favorable, 
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el accionante encontraría el presupuesto íntegramente ejecutado y la protección 

constitucional sería ilusoria  resultado expresamente proscrito por la jurisprudencia 

constitucional (SU-067 de 2022, T-340 de 2020). 

  



Tutela  Convocatoria 975 de 2026  Proyecto ID 126684 

Página 50 

VI. PRETENSIONES 

PRIMERA: TUTELAR los derechos fundamentales al Debido Proceso Administrativo 

(Art. 29 C.P.), a la Buena Fe y Confianza Legítima (Art. 83 C.P.), a la Función 

Administrativa Reglada (Arts. 209 C.P. y 42 CPACA), a la Prevalencia del Derecho 

Sustancial (Art. 228 C.P.) y al Acceso a la Educación Superior en conexidad con la 

Formación Científica (Arts. 67 y 69 C.P.) del ciudadano JUAN LUIS CUETO TILANO. 

SEGUNDA: DEJAR SIN EFECTOS JURÍDICOS PARCIALES, para el caso concreto, la 

calificación asignada a la propuesta ID 126684 dentro del Acto Administrativo que consolidó 

el Banco Definitivo de Elegibles de la Convocatoria No. 975 de 2026, por configurarse una 

vía de hecho por falsa motivación y defecto fáctico, conforme a los estándares de las 

Sentencias SU-067/22, T-232/13, T-706/12, T-849A/13, T-018/23 y CE Exp. 16090. 

TERCERA (CORRECCIÓN DE LAS INCONGRUENCIAS DEL PROPIO ACTO 

ADMINISTRATIVO  PRETENSIÓN PRINCIPAL): ORDENAR a MINCIENCIAS que, 

en el término de cuarenta y ocho (48) horas, haga coincidir la decisión con la motivación de 

su propio acto administrativo, corrigiendo tres vicios concretos e independientes: 

 

(a) Subcriterio 2.1: ORDENAR la asignación de 20,00 puntos, por cuanto el evaluador 

de la misma raíz semántica que 

 e identificó cinco actores del SNCTeI, 

niveles inferiores. La subsunción en el nivel de 20 puntos es la única jurídicamente coherente 

con la motivación escrita del acto. Esta orden no sustituye el juicio técnico del evaluador: 

opera sobre las palabras que el propio evaluador eligió y que constan en el ANEXO 02, y se 

refuerza con el texto original de la propuesta (ANEXO 06) que describe el rol y aporte de 

cada actor (Cuadro 6-BIS). 

 

(b) Subcriterio 4.1.3 (Territorial PDET): ORDENAR la asignación de 3,00 puntos, por 

cuanto el archivo juan luis cedula 150.pdf fue cargado en el SIGP para el ítem 8 (4.1.3 PDET) 
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y valorado positivamente por el evaluador para el ítem 2 (requisito general de identidad), 

demostrando que el evaluador tuvo acceso al documento. La afirmación del evaluador de que 

congruente con el 

expediente electrónico. 

 

(c) Subcriterio 4.1.5 (Étnico NARP): ORDENAR la asignación de 3,00 puntos, por cuanto 

el certificado SIDACN-AUTO-2026-490193 del Ministerio del Interior, expedido el 27 de 

abril de 2026, cumple todos los requisitos de la rúbrica (certificado a título personal, expedido 

por el Ministerio del Interior, vigencia 2026), fue cargado en el SIGP con estado 

 

 con el 

expediente electrónico y desconoce la doctrina constitucional sobre autoidentificación étnica 

(T-576 de 2014). 

 

La corrección de estas tres incongruencias produce, por simple aritmética y sin nueva 

evaluación técnica, una calificación total de 94,00 puntos (83,00 + 5,00 + 3,00 + 3,00). 

TERCERA BIS (PRETENSIÓN SUBSIDIARIA  REEVALUACIÓN MOTIVADA 

ESPECÍFICA DEL SUBCRITERIO 2.1): En el evento altamente improbable de que este 

Despacho considere que la orden de asignación directa de 20 puntos en el Subcriterio 2.1 

excede el ámbito del control constitucional de coherencia lógica interna, solicito 

subsidiariamente ORDENAR a MINCIENCIAS que, en el término de cuarenta y ocho (48) 

horas, realice una reevaluación motivada específica del Subcriterio 2.1 de la propuesta ID 

126684, conforme a los siguientes parámetros obligatorios:  (i) La reevaluación deberá 

realizarla un evaluador distinto al que emitió el concepto original, para garantizar la 

imparcialidad (Art. 209 C.P.).  (ii) La reevaluación deberá motivarse de forma específica y 

particularizada sobre cada uno de los cuatro niveles de la rúbrica, indicando expresamente, 

en caso de no asignar 20 puntos, cuál de los siguientes supuestos se configura y por qué: (a) 

la articulaci señalando qué actor, actividad o rol falta

señalando qué elemento 

concreto carece de claridad   
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(iii) La reevaluación deberá contrastar explícitamente con el texto original de la propuesta 

(ANEXO 06), que describe el rol y aporte de siete actores descritos en la propuesta (los cinco 

identificados por el evaluador más los grupos de investigación asociados y el sector 

productivo local) (IES, grupos de investigación, comunidad de Orihueca, CORPAMAG, 

Alcaldía municipal, SISAIRE y sector productivo local).  (iv) La reevaluación no podrá 

aplicar criterios no previstos en los Términos de Referencia, conforme al principio de 

legalidad (Art. 29 C.P.) y a la jurisprudencia del Consejo de Estado (Sección Tercera, Exp. 

17760 de 2009).  Esta pretensión subsidiaria se formula para el evento en que el juez de tutela 

considere que la orden de asignación directa invadiría la órbita técnica del evaluador. En tal 

caso, la orden de reevaluación motivada específica es la única forma de garantizar el derecho 

al debido proceso administrativo, pues el acto original carece de motivación suficiente sobre 

el puntaje de 15 puntos (T-232/13; T-706/12). 

CUARTA (MODIFICACIÓN DEL BANCO): ORDENAR a MINCIENCIAS que, en uso 

de las facultades expresamente autorizadas en la Nota 4 de los Términos de Referencia, 

proceda a modificar el Banco Definitivo de Elegibles para el caso concreto de la propuesta 

ID 126684, incluyéndola en la posición de mérito que le corresponde con el puntaje 

corregido, y expida el acto de adjudicación a favor del accionante de conformidad con los 

cupos disponibles, sin que ello implique desplazamiento arbitrario de terceros, sino el uso de 

las facultades de reconfiguración previstas en la convocatoria. 

QUINTA (ADJUDICACIÓN DEL CUPO  PRETENSIÓN PRINCIPAL): 

ORDENAR a MINCIENCIAS que, como consecuencia de la corrección aritmética 

ordenada en la Pretensión Tercera (94,00 puntos totales), proceda a reordenar el Banco 

Definitivo de Elegibles de la Convocatoria 975 de 2026 en uso de las facultades 

expresamente autorizadas en la Nota 2 del propio Banco Definitivo y en la Nota 4 de los 

Términos de Referencia , incluyendo al accionante como financiable en la Modalidad 

1 (Maestría Nacional), por cuanto su puntaje corregido (94,00 pts) supera el umbral de 

financiación (91,00 pts) en tres (3,00) puntos, y adjudicándole el apoyo económico 

correspondiente dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del 

fallo. 

 

SUBSIDIARIA A: En el evento de que este Despacho conceda la Pretensión Tercera Bis 



Tutela  Convocatoria 975 de 2026  Proyecto ID 126684 

Página 53 

(reevaluación motivada específica del Subcriterio 2.1) y el resultado de dicha 

reevaluación arroje un puntaje que, sumado a los 6,00 puntos de los Subcriterios 4.1.3 

y 4.1.5, supere el umbral de financiación de 91,00 puntos, ORDENAR a 

MINCIENCIAS la inclusión del accionante como financiable y la adjudicación del cupo, 

en los mismos términos de la pretensión principal. 

 

SUBSIDIARIA B: En el remoto evento de que la totalidad de los cupos de la Modalidad 

1 ya hubieren sido ejecutados de manera irreversible al momento del fallo, ORDENAR 

a MINCIENCIAS incluir al accionante como primer financiable en el primer cupo que 

se libere en la Modalidad 1, con el orden de prelación que le corresponda según el 

puntaje corregido. 

SEXTA: ORDENAR a MINCIENCIAS que remita copia certificada íntegra del expediente 

electrónico del proyecto ID 126684 tal como reposa en el SIGP, incluyendo la trazabilidad 

de metadatos de auditoría de los estados "REVISADO - SÍ" de los ítems 8 y 10. 

SÉPTIMA: ORDENAR a MINCIENCIAS que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, 

aporte al Despacho los registros de auditoría (logs) del Sistema Integral de Gestión de 

Proyectos (SIGP) correspondientes a los ítems 8 (R3  Territorial PDET) y 10 (R10  

Étnico NARP) de la propuesta ID 126684, donde conste: (i) la fecha y hora exactas en que el 

evaluador externo accedió, descargó o visualizó los archivos cargados; (ii) la dirección IP y 

sesión desde la cual se realizó dicho acceso; y (iii) cualquier incidencia técnica registrada por 

el sistema respecto de dichos archivos. Esta solicitud se fundamenta en el artículo 21 del 

Decreto 2591 de 1991, que permite al juez de tutela decretar las pruebas que considere 

necesarias, y en el principio de que la carga de la prueba corresponde a quien está en mejor 

posición de aportarla. Si la entidad no aporta dichos registros o los aporta de manera 

incompleta, solicito al Despacho tener por demostrado que los documentos fueron 

efectivamente cargados, estaban disponibles para el evaluador y cumplían los requisitos de 

la rúbrica. 
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VII. MEDIOS DE PRUEBA Y ANEXOS 

Anexo a esta demanda los siguientes documentos debidamente rotulados: 

En virtud del artículo 21 del Decreto 2591 de 1991, solicito al Despacho que en el auto 

admisorio ORDENE a MINCIENCIAS remitir, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 

siguientes, copia íntegra de los siguientes documentos: (i) el reporte de calificación original 

y modificado del proyecto ID 122875, cuyo Subcriterio 1.1 (catalogado como «valorativo 

técnico» por la propia entidad) fue modificado de 0 a 30 puntos en respuesta a un radicado 

ordinario de aclaración del mismo tipo que el del accionante, incrementando el puntaje total 

de 38 a 68 puntos; (ii) el reporte de calificación original y modificado del proyecto ID 

140528, cuyo Subcriterio 2.1 fue modificado de 0 a 15 puntos, cuyo Subcriterio 4.1.3 

(Territorial PDET) fue modificado de 0 a 3 puntos, y cuyo Subcriterio 4.1.5 (Étnico 

Afrocolombiano) fue modificado de 0 a 3 puntos los tres subcriterios reclamados por el 

accionante , pasando de 0 a 92 puntos totales; y (iii) el reporte de calificación original y 

modificado del proyecto ID 136429, cuyo Subcriterio 2.1 fue modificado de 0 a 15 puntos, 

escalando de la posición 3.644 a la 1.382. Estos documentos son indispensables para que el 

Despacho compare el trato dado a dichos proyectos con el trato dado al accionante y 

determine si existió violación del principio de igualdad (Art. 13 C.P.). 

 

Acotamiento de la inferencia adversa: Si Minciencias se niega a aportarlos o los aporta de 

manera incompleta, solicito al Despacho aplicar la inferencia adversa exclusivamente sobre 

los siguientes hechos: (a) que el Criterio 2 (incluido el Subcriterio 2.1) sí fue revisado durante 

la etapa de aclaraciones para otros proyectos, desvirtuando así la afirmación contenida en el 

a una regla general aplicada uniformemente. La inferencia adversa no se extiende a 

conclusiones cualitativas sobre la arbitrariedad o discriminatoriedad de la decisión, que 

corresponden al juicio del Despacho conforme al acervo probatorio obrante en el expediente. 
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ANEXO 01. Banco Preliminar de Propuestas Elegibles de la Convocatoria 975 de 2026, donde 

consta que la propuesta ID 126684 obtuvo una calificación de 83,00 puntos. 

ANEXO 02. Reporte de Calificación y Concepto Argumentado de la propuesta ID 126684, 

generado por el SIGP el 15 de julio de 2026 a las 18:18, donde consta el concepto íntegro 

del evaluador para cada subcriterio. 

ANEXO 03. Certificado de Requisitos del SIGP, generado el 15 de julio de 2026 a las 08:34 

PM, donde consta que los ítems 8 (4.1.3 Territorial PDET) y 10 (4.1.5 Étnico Afrocolombiano) 

registran estado 'Cumplimiento: Sí / REVISADO'. 

ANEXO 04. Términos de Referencia de la Convocatoria 975 de 2026, incluyendo la rúbrica 

oficial de evaluación y las Notas 4 y 5. 

ANEXO 05. Rúbrica oficial del Subcriterio 2.1 (Articulación con actores del SNCTeI), donde 

constan los cuatro niveles de puntuación: 20, 15, 10 y 0 puntos. 

ANEXO 06. Formulario de la propuesta ID 126684, donde consta la descripción de la 

articulación bajo el modelo de cuádruple hélice con los 5 actores identificados. 

ANEXO 07. Copia de la cédula de ciudadanía No. 1.152.935.701 de Juan Luis Cueto Tilano, 

donde consta como lugar de nacimiento el municipio de Ciénaga (Magdalena), territorio 

focalizado PDET. 

ANEXO 08. Certificado de Autorreconocimiento como miembro de la comunidad 

Afrocolombiana, expedido por la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras del 

Ministerio del Interior (SIDACN-AUTO-2026-490193 del 27 de abril de 2026). 

ANEXO 09. Certificado de Pertenencia emitido por la Asociación Afrocolombiana Benkos, 

firmado por su Representante Legal, donde consta el registro del accionante en el censo 

poblacional de dicha comunidad. 

ANEXO 10. Carta de justificación técnica y legal de pertenencia étnica, radicada el 27 de 

abril de 2026 ante Minciencias, donde se explica que la ausencia temporal del registro en la 

plataforma de consulta pública del Ministerio del Interior obedece a los ciclos anuales de 

actualización del censo de comunidades negras. 
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ANEXO 11. Derecho de Petición de Reclamación Oficial, radicado ante el Comité de 

Reclamaciones de Minciencias el 15 y 17 de julio de 2026, con pretensiones concretas de 

reajuste. 

ANEXO 12. Respuesta de Minciencias a la reclamación: oficios con radicados 20260051841S 

(22/07/2026) y 20260053102S (24/07/2026), junto con los INSUMOS TÉCNICOS adjuntos 

correspondientes a los radicados 20260052477R y 20260055807R. 

ANEXO 13. Sentencia No. 120 del 11 de mayo de 2026, Juzgado Segundo Promiscuo 

Municipal de Zona Bananera (Rad. 47-980-40-89-002-2026-00183-00), donde el juez de 

tutela excluyó expresamente la evaluación objetiva del objeto del proceso y declaró el 

hecho superado respecto de la inscripción. 

ANEXO 14. Memorial de Novedades Técnicas y Precisión de Identidad radicado el 28 de abril 

de 2026 ante el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Zona Bananera. 

ANEXO 15. Respuesta de la Procuraduría General de la Nación (Rad. S-2026-028074 del 2 

de junio de 2026), donde consta que el órgano de control solicitó a Minciencias información 

sobre la situación específica de la propuesta del accionante. 

ANEXO 16. Impresiones de las páginas web oficiales de Minciencias donde consta: (a) 

Convocatoria 27 del SGR exigiendo la cuádruple hélice, (b) Sala de Prensa 9/12/2023, (c) 

Sala de Prensa 29/12/2023, y (d) Página de la Convocatoria 975 con cronograma y objetivo. 

ANEXO 17. Oficio S-2026-028075 del 29 de mayo de 2026 de la Procuraduría General de 

la Nación (Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública), 

mediante el cual el Procurador Delegado Samuel Benjamín Arrieta Buelvas requirió 

formalmente a la Ministra de Minciencias, Dra. Yesenia Olaya Requene, para que en el 

término de cinco (5) días informara sobre la situación específica de la propuesta ID 126684, 

las fallas de la plataforma IGP de los días 22 y 23 de abril de 2026, y remitiera copia de la 

respuesta al accionante. 

ANEXO 18. Extracto del Banco Definitivo de Elegibles y Financiables de la Convocatoria 

975 de 2026 (página 50 de 297), donde consta la posición No. 3183 del accionante JUAN 
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demostrando que la calificación obtenida se encuentra por debajo del umbral de financiación 

de 91,00 puntos (Modalidad 1: Maestría Nacional). 

ANEXO 19. Copia de la Resolución 0714 de 2026 de Minciencias (31 de julio de 2026), en 

cuyas páginas 34 a 51 constan las 104 modificaciones de puntaje realizadas a otros proyectos 

durante la etapa de aclaraciones, incluyendo: el Subcriterio 1.1 modificado al proyecto ID 

122875 por radicado ordinario de aclaración; el Subcriterio 2.1 modificado a los proyectos 

ID 140528 e ID 136429; los Subcriterios 4.1.3 (PDET) y 4.1.5 (Afro) modificados al 

proyecto ID 140528; y la evaluación completa del Criterio 2 para decenas de proyectos 

los mismos subcriterios y criterios cuya revisión le fue negada al accionante bajo el 

argumento de que «los criterios valorativos técnicos se mantienen sin modificación». 

ANEXO 20. ANÁLISIS DE TRAZABILIDAD DOCUMENTAL DEL ARCHIVO ÚNICO 

juan luis cedula 150.pdf. Documento que demuestra, mediante capturas del SIGP y 

confrontación con el concepto del evaluador, que el mismo archivo de cédula de ciudadanía 

fue: (i) cargado para el ítem 2 (requisito general 7.3: copia legible de cédula) con estado 

) valorado positivamente por el 

evaluador para el ítem 2 (al verificar identidad general); e (iv) ignorado por el mismo 

ra que el evaluador tuvo acceso al documento 

y que su afirmación de no identificación es incongruente con el expediente electrónico. 

ANEXO 21. CUADRO COMPARATIVO ESTRUCTURADO DE MODIFICACIONES 

DURANTE LA ETAPA DE ACLARACIONES  CONVOCATORIA 975 DE 2026. 

Documento que contiene tabla analítica organizada en tres secciones: (A) Modificaciones 

directas a subcriterios valorativos verificadas en la Resolución 0714 de 2026 proyectos ID 

, (B) Proyectos cuya evaluación completa (incluido el Criterio 2) 

fue realizada en la misma etapa de aclaraciones proyectos ID 129832 (97 pts, #1), 129188 

(94 pts, #7), 124902, 134456, 128486, 136638, entre otros , y (C) Fila del accionante (ID 

126684  CERO modificaciones de 104 totales), demostrando la asimetría de trato frente a 

los demás participantes. Fuente exclusiva: Resolución 0714 de 2026, páginas 34 a 51 
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(ANEXO 19). Todos los valores son transcripción literal de los datos contenidos en dicha 

resolución.

Los documentos anteriormente relacionados se aportan en formato PDF, debidamente 

organizados y foliados. En virtud del principio de economía procesal y de la naturaleza 

informal de la acción de tutela, se solicita al Despacho que, en caso de requerir la 

confrontación de los documentos electrónicos con sus originales, ordene a Minciencias la 

exhibición del expediente electrónico de la propuesta ID 126684 que reposa en el Sistema 

Integral de Gestión de Proyectos (SIGP).

VIII. NOTIFICACIONES

ACCIONANTE:

JUAN LUIS CUETO TILANO

Correo Electrónico: jlcuetto@gmail.com / juanluiscueto@gmail.com

Teléfono: 310 708 2888

Dirección Física: Corregimiento de Orihueca, Municipio de Zona Bananera, Magdalena.

ACCIONADO:

MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN (MINCIENCIAS)

Buzón Judicial: notificacionesjudiciales@minciencias.gov.co

Del señor Juez, atentamente,

JUAN LUIS CUETO TILANO
C.C. No. 1.152.935.701 expedida en Zona Bananera

Correo Electrónico: jlcuetto@gmail.com / juanluiscueto@gmail.com

Teléfono: 310 708 2888

Dirección Física: Corregimiento de Orihueca, Municipio de Zona Bananera, Magdalena.

expedida en Zona Bananera


